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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (108)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27
Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio
PDC
V
11

Correa de la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND-UDI
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Guido
PPD
RM
18

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hidalgo González, Carlos
IND-RN
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12
Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38
Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mora Longa, Waldo
PDC
II
3

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28
Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35
Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26
Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6
Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17
Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53
Soto González, Laura
PPD
V
13
Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39
Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22
Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Con permiso constitucional, no estuvieron presentes los diputados señores Edmundo Salas y Edmundo Villouta.


-Concurrieron, también, los senadores señores Jorge Pizarro, Hosaín Sabag y Adolfo 
Zaldívar.


-Asistieron, además, los ministros del Interior, señor José Miguel Insulza; de Relaciones Exteriores, señora Soledad Alvear; de Obras Públicas, señor Javier Etcheberry; de Vivienda y Urbanismo, señor Jaime Ravinet, y de la Secretaría General de la Presidencia, señor 
Francisco Huenchumilla.

-




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.08 horas.

El señor HALES (Vicepresidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor HALES (Vicepresidente).- 
El acta de la sesión 53ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 54ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor HALES (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

PERMISOS CONSTITUCIONALES.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Si le parece a la Sala, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 57 de la Constitución Política y 35 del Reglamento, se concederán los permisos constitucionales solicitados por los diputados señores Salas y 
Villouta para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días, a contar del 15 de marzo y 14 de este mismo mes, para dirigirse a México y a Ginebra, respectivamente.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


ELECCIÓN DE PRESIDENTE Y PRIMER VICEPRESIDENTE DE LA CÁMARA.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
A continuación, corresponde realizar la elección de Presidente y Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.


El señor Secretario procederá a llamar a los señores diputados.


Tiene la palabra el señor Secretario.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Señores diputados, se encuentran con pareos vigentes los siguientes señores diputados: Ascencio con Kuschel y Salas con Vilches.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En votación.


-Durante la votación:


El señor HALES (Vicepresidente).- 
La Mesa saluda la presencia en la Sala de los honorables senadores señores Adolfo Zaldívar, Hosaín Sabag y Jorge Pizarro, y de la canciller señora Soledad Alvear.


(Aplausos).

-Verificado el escrutinio:


El señor HALES (Vicepresidente).- 
El señor Secretario va a entregar el resultado de la votación.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Han votado 89 señores diputados y se han escrutado 89 cédulas.


El resultado es el siguiente: para Presidente, por el diputado señor Pablo Lorenzini, 59 votos; por el señor Eugenio Bauer, 1 voto. Hubo 28 votos en blanco.


(Aplausos en la Sala y en las tribunas)



Para Primer Vicepresidente, por el diputado señor Antonio Leal, 56 votos; por la diputada señora Marcela Cubillos, 1 voto; por el diputado señor Sergio Ojeda, 2 votos. Hubo 28 votos en blanco.


-Aplausos en la Sala y en las tribunas.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En consecuencia, han sido elegidos los siguientes señores diputados: Presidente de la Cámara, el señor Pablo Lorenzini, y Primer Vicepresidente, el señor Antonio Leal.


(Aplausos en la Sala y en las tribunas).


Se suspende la sesión por cinco minutos.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Continúa la sesión.


Ruego a los diputados señores Lorenzini y Leal pasar a ocupar sus respectivos lugares en la Mesa.


-Los señores Lorenzini y Leal ocupan sus lugares en la testera.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Señores diputados, en primer lugar, con el colega Antonio Leal queremos agradecer el respaldo que nos han dado esta mañana todos los partidos con representación en el Congreso Nacional. Así lo dicen los votos. Con nuestro trabajo responderemos a esa confianza.


Quiero agradecer, también, el apoyo de mis camaradas y amigos, señora Alejandra Sepúlveda y señor Pedro Araya. Asimismo, deseo destacar el gesto político, personal y de amistad de mi camarada Waldo Mora.


¿Qué más se puede decir respecto del trabajo hecho por los anteriores presidentes de la Cámara, en especial de las últimas dos mujeres, señoras Adriana Muñoz e Isabel Allende, quienes, en opinión de todos -y así se expresó en este foro hace algunos días-, dejaron la vara muy alta?


Me han respaldado y seguiremos adelante con un trabajo en equipo. Trataremos de mantener lo que destacaron la señora Allende y los jefes de bancada, hace algunos días, en términos de buscar la mejor manera de trabajar con los Comités; cada uno con sus ideas políticas, pero respetándonos y teniendo presente siempre que la Cámara de Diputados forma parte de un Poder del Estado.


En esta oportunidad se dan dos cosas muy curiosas. En unas horas más, asumirá la presidencia del Senado el senador señor Hernán Larraín. Primera curiosidad: Lorenzini y Larraín, las “eles”. Segunda curiosidad, ambos pertenecemos a la Región del Maule, lo que constituye un orgullo para nuestra zona. Es un hecho inédito que tanto el Presidente de la Cámara de Diputados como el del Senado pertenezcan a la misma región. En ese sentido, repito, nos sentimos también muy orgullosos.


¿Qué queremos hacer al inicio de nuestro mandato? Aprovechar la enseñanza y el prestigio que Isabel Allende nos dio a nivel internacional y hacer lo mismo a nivel nacional. Soy un hombre de terreno, y he conversado con los Vicepresidentes para llevar a regiones la Mesa de la Cámara, como institución. Mi meta es recorrer las otras doce regiones del país en los próximos meses, no para hacer política, sino para llevar la Corporación a cada una de ellas, y, así, reunirse con sus parlamentarios con los concejales, con los alcaldes, con los intendentes, con el consejo regional, con las fuerzas civiles, con la ciudadanía, con los consumidores, de manera que ellos sientan que la Mesa de la Cámara existe, que está ahí y que a sus integrantes les pueden plantear sus problemas, sin distingos políticos. De esa forma ayudaremos a recuperar nuestro prestigio.


Quiero plantear a los señores periodistas que siempre tendremos abiertas las puertas, a fin de que la información sea transparente, como corresponde, y se entregue con la objetividad que se les solicita. Los medios de comunicación, por lo menos para mí, son muy importantes.


Les tengo una buena noticia: uno de los temas que siempre he planteado desde mi área, la económica, es el presupuesto de nuestro querido Congreso. En la práctica, somos un servicio más en el Presupuesto de la Nación, lo cual no se corresponde con la autonomía política, administrativa y financiera que debe tener el Congreso, especialmente la Cámara de Diputados.


Solicité a las autoridades financieras del país -creo que tendremos buena recepción- que, a partir de este año, nuestro presupuesto tenga el nivel que corresponde a un Poder del Estado y sea claro. Debemos tener los recursos desde un principio para que, en forma transparente, medida y cuantificada, podamos administrarlos bien. Es muy importante que en la ley de Presupuestos se asignen los recursos que requiere la Cámara de Diputados, a fin de no pasar durante el año algunos sinsabores, como los que les tocó experimentar a algunos ex presidentes y directores de finanzas de la Corporación. Afortunadamente, las autoridades de Hacienda están estudiando el tema y en los próximos días tendremos una respuesta 
-positiva, espero- a nuestra demanda, lo que constituiría un gran avance.


Quiero agradecer a todos los funcionarios de la Cámara por el apoyo que nos brindan en nuestro trabajo. Algunos de ellos llevan muchos más años que nosotros en la Corporación. Les hago un llamado para continuar trabajando y les digo que abriremos los canales adecuados para conversar las materias que correspondan.



Quiero agradecer en forma muy especial al Presidente de mi partido, senador señor Adolfo Zaldívar, por acompañarnos en esta ocasión. Perdónenme que haga una reflexión personal, pero quiero decir que la Democracia Cristiana, el partido al que pertenezco, ha demostrado que posee un solo mando y que se encuentra unida, más allá de las diferencias que podamos haber tenido en las elecciones internas.


Agradezco el abrazo sincero del diputado Edgardo Riveros. Al final, estamos todos unidos tras lo que debemos hacer como colectividad política.


Deseo manifestar mi agradecimiento, así como el de los diputados señores Antonio Leal y Patricio Hales, Primer y Segundo Vicepresidentes, respectivamente, a los ministros que nos acompañan. Resulta un honor que nuestra canciller haya tenido el gesto personal de concurrir esta mañana a la Cámara, a pesar de sus múltiples ocupaciones. Hago extensivos mis agradecimientos a los ministros Jaime Ravinet, Javier Etcheberry y Francisco Huenchumilla, con el último de los cuales deberemos efectuar un gran trabajo de coordinación.


Quiero expresarle al diputado señor Sergio Ojeda, mi compañero de ruta, que ya le tocará, en algún momento, cuando corresponda, estar sentado a nuestro lado. Un poco de paciencia, Sergio. En todo caso, desde aquí te recordamos.


Por último, un saludo para mi familia, la que siempre me ha acompañado.


Como hemos sido llamados para trabajar, junto al señor Secretario de la Cámara y a los Vicepresidentes de la Corporación, procederemos a hacerlo de inmediato.


He dicho.


-Aplausos.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LA LEY Nº 19.525, QUE REGULA SISTEMAS DE EVACUACIÓN Y DRENAJE DE AGUAS LLUVIAS. Primer trámite constitucional.


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto que modifica la ley Nº 19.525, que regula los sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias.


Diputados informantes de las Comisiones de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda son los señores Iván Norambuena y José Pérez, respectivamente.


Antecedentes:


-Segundos informes de las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda, boletín 
Nº 3264-09, sesión 51ª, en 2 de marzo de 2004. Documentos de la Cuenta Nºs. 45 y 46, respectivamente.

El señor LORENZINI (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para permitir el ingreso del subsecretario de Obras Públicas, señor Clemente Pérez.


¿Habría acuerdo?


No hay acuerdo.


Tiene la palabra el diputado señor Claudio Alvarado, quien rendirá el informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones en reemplazo del diputado señor Iván Norambuena.


El señor ALVARADO.- Señor Presidente, antes de rendir el informe, quiero saludar a los nuevos integrantes de la Mesa y desearles el mayor de los éxitos en su gestión en beneficio de la Cámara.


En nombre de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones paso a informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, sobre el proyecto de ley, originado en mensaje de su Excelencia el Presidente de la República y calificado con urgencia de “suma” que modifica la ley Nº 19.525, que regula los sistemas de evacuación y drenaje de las aguas lluvias.


La iniciativa fue despachada por esta Comisión, en su primer trámite reglamentario, el 18 de noviembre de 2003, y fue aprobada en general por la honorable Cámara de Diputados en la sesión 35ª, de 17 de diciembre de 2003.


Durante la discusión de este segundo informe, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración del subsecretario de Obras Públicas, señor Clemente Pérez Errázuriz; de sus asesores, señor Sergio Arévalo Macías y señorita Catherine Cumming Melaj, y del jefe del comité asesor del ministro de Vivienda y Bienes Nacionales, señor Jaime Silva Arancibia.


Antes de iniciar la discusión del segundo trámite reglamentario de esta iniciativa, cabe señalar, en que este trámite, el proyecto fue enriquecido gracias al aporte realizado por los diputados integrantes de la Comisión y por otros señores diputados que no son miembros de ella. En consecuencia, las indicaciones presentadas por el Ejecutivo no hacen sino recoger los planteamientos y proposiciones de los señores diputados.


Las modificaciones de este segundo informe dicen relación con lo siguiente:


El subsecretario de Obras Públicas, señor Clemente Pérez, explicó que los objetivos perseguidos por las indicaciones del Ejecutivo son:

1.
Dejar exentos del pago de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias a todos los propietarios y copropietarios de inmuebles con avalúo fiscal igual o menor a 150 unidades de fomento;

2.
Para efectos del cálculo de las tarifas de los inmuebles de avalúo fiscal superior a 150 unidades de fomento, rebajar esta cantidad del avalúo fiscal correspondiente;

3.
Fijar un subsidio equivalente al ciento por ciento del pago del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias para todos los usuarios beneficiados por el subsidio de agua potable cuyos inmuebles no se encuentren exentos del pago de la tarifa, y

4.
Restablecer la posibilidad de que el Estado entregue en concesión colectores unitarios. En la mayoría de los casos, se requerirá de colectores separados, pues los unitarios aumentan el volumen de aguas servidas por tratar. Por eso, el Estado debe concesionarlos sólo en casos excepcionales.


Por último, hizo presente que las indicaciones del Ejecutivo tienen su origen en los planteamientos e inquietudes de los diputados señores Aguiló, Burgos, Ceroni, Escalona, Hales, Luksic, Norambuena, Pérez, don Ramón; Rossi, Salas, Tuma, Uriarte y Walker, las que fueron acogidas y patrocinadas por referirse, algunas de ellas, a materias que, según la Constitución Política de la República, son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


A continuación, voy a dar a conocer de manera sucinta las principales indicaciones que se formularon y que modifican el informe original de la Comisión de Obras Públicas.

1.
El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar, en el nuevo inciso cuarto que se incorpora por el artículo 1º, número 2, después de la expresión “y drenaje de aguas lluvias”, el siguiente texto: “propietarios o copropietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea superior a 150 unidades de fomento,” precedido de una coma (,).


El subsecretario de Obras Públicas, señor Clemente Pérez, advirtió que esta indicación contiene la exención del pago del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias para todas las propiedades cuyo avalúo fiscal sea inferior a 150 unidades de fomento. Agregó que la intención del Gobierno es que la mayoría de quienes han recibido subsidios del Estado para la adquisición de sus viviendas, queden exentos del pago de ese servicio. Más adelante se propone que, en el caso de los propietarios o copropietarios de viviendas de valor superior a 150 unidades de fomento, la tarifa se calcule sobre el exceso de 150 unidades de fomento.


Explicó, además, que con la modificación propuesta, el 23 por ciento de la población de la ciudad de Santiago quedará absolutamente exento del pago del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Antes de la indicación, los exentos constituían el 10 por ciento de la población.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.

2.
El Ejecutivo formuló una indicación para incorporar, en el nuevo inciso cuarto, que se incorpora por el artículo 1º, número 2, después de la expresión “la tarifa correspondiente”, cambiando el punto seguido (.) por una coma (,), la siguiente frase: “a contar de la puesta en operación de las obras.”.


El subsecretario de Obras Públicas, señor Clemente Pérez, señaló que esta indicación no hace sino reforzar la norma vigente en la ley de Concesiones de Obras Públicas, según la cual el concesionario no puede cobrar por el servicio hasta que la obra esté terminada.


Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por unanimidad.

3.
El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar el inciso quinto, que se incorpora por el artículo 1º, número 2, por el siguiente:


“La componente tarifaria asociada al beneficio de la plusvalía del inmueble se determinará multiplicando un cargo tarifario porcentual, expresado como fracción de uno, por el valor que resulte de descontar del monto del avalúo fiscal del inmueble respectivo la cantidad de 150 unidades de fomento.”.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.

4.
El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar, a continuación del inciso sexto, que se incorpora mediante el artículo 1º, número 2, el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando los que vienen a continuación a ser octavo, noveno, décimo, undécimo, duodécimo, decimotercero, decimocuarto, decimoquinto, decimosexto y decimoséptimo, respectivamente:


“Quedarán exentos del pago de la tarifa correspondiente todos aquellos usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias que sean propietarios o copropietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea igual o menor a 150 unidades de fomento.”.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.

5.
Los diputados señores Aguiló, Burgos, Ceroni, Escalona, Hales, Luksic, Norambuena, Pérez, don Ramón; Rossi, Salas, Tuma, Uriarte y Walker formularon una indicación para incorporar, en el inciso undécimo, que pasa a ser duodécimo, que se incorpora por el artículo 1º, número 2, a continuación de la expresión “todos los servicios correspondientes”, reemplazando el punto seguido (.) por una coma (,), la siguiente frase: “debidamente singularizados”.


Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por unanimidad.

6.
Los diputados señores Aguiló, Burgos, Ceroni, Escalona, Hales, Luksic, Norambuena, Pérez, don Ramón; Rossi, Salas, Tuma, Uriarte y Walker formularon una indicación para suprimir, en el inciso duodécimo, que pasa a ser decimotercero, que se incorpora por el artículo 1º, número 2, la expresión “que acredite la deuda”.



El subsecretario de Obras Públicas, señor Clemente Pérez, manifestó que sólo a los tribunales de justicia les corresponde dar por acreditadas las obligaciones, por lo que concordó con la indicación.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.

7.
El Ejecutivo formuló una indicación para agregar, en el inciso tercero del artículo 2º de la ley Nº 19.525, la frase “ser unitarias o”, que se eliminó mediante el 
artículo 1º, número 3, letra a). 


El subsecretario de Obras Públicas, señor Clemente Pérez, resaltó la importancia de esta indicación, puesto que repone la posibilidad de contar con colectores unitarios en caso de que la autoridad así lo disponga. Se trata de mantener la norma actualmente vigente, que por error está contenida en el mensaje y que fue aprobada por la Comisión. En todo caso, la regla general seguirá siendo que los colectores de aguas lluvias y de aguas servidas estén separados.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.


La secretaría de la Comisión advirtió que la indicación incorpora una expresión que ya existe en la ley vigente. Por ende, para obtener su objeto, reglamentariamente corresponde eliminar la letra a) del número 3 del artículo 1º.


Por la unanimidad de los diputados presentes, se acordó eliminar la letra a) del número 3 del artículo 1º.

8.
El Ejecutivo formuló una indicación para agregar, en el encabezamiento del artículo 2º bis permanente, nuevo, que se incorpora mediante el artículo 1º, número 4, después de la expresión “Establécese un subsidio para cubrir el”, la frase “total del”, suprimiendo el artículo “el” que antecede a la palabra “pago”.


Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por unanimidad.


9.
El Ejecutivo formuló una indicación para reemplazar, en el artículo 2º bis permanente, nuevo, que se incorpora mediante el artículo 1º, número 4, el texto situado a continuación de la coma (,) que sigue a la expresión “y en su reglamento”, por el siguiente: “que sean propietarios o copropietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea superior a 150 unidades de fomento.”.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.

10. El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar, en la nueva letra e) que se incorpora en el artículo 17 del decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, mediante el artículo 2º del proyecto, después de la expresión “obras de la red primaria”, la siguiente frase: “y de la red secundaria concesionada”.


El señor Sergio Arévalo, asesor del subsecretario de Obras Públicas, precisó que esta indicación no busca sino corregir una omisión del texto aprobado en el primer informe.


Puesta en votación esta indicación, fue aprobada por unanimidad.


No se han introducido artículos nuevos.


Se deja constancia de una serie de indicaciones que fueron declaradas inadmisibles, en atención a que la facultad, por el tenor de ellas, correspondía al Ejecutivo, y, dado que éste recogió las indicaciones de los señores diputados, sería redundante tratarlas, por cuanto apuntan al mismo objetivo. Por lo tanto, fueron absorbidas por las indicaciones propuestas por el Ejecutivo.


La gran mayoría de las propuestas debatidas y sometidas a consideración de la Comisión fueron aprobadas por unanimidad. Por consiguiente, la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones recomienda su aprobación por esta Sala.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Hacienda, señor José Pérez.


El señor PÉREZ (don José).- Señor 
Presidente, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la ley 
Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación, me corresponde entregar el segundo informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.525, que regula sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias.

Constancias previas.


Las disposiciones puestas en conocimiento de esta Comisión, en este trámite, son los numerales 2 y 4 del artículo 1º del proyecto aprobado por la Comisión técnica.


Durante el estudio del proyecto, asistieron a la Comisión el señor Clemente Pérez, subsecretario de Obras Públicas; la señorita Catherine Cumming y el señor Sergio Arévalo, asesores del Ministerio de Obras Públicas.


De los antecedentes proporcionados a la Comisión por el señor Clemente Pérez, en relación con las modificaciones introducidas al proyecto en la Comisión técnica, se desprende lo siguiente: 

a)
Se incrementa el subsidio para cubrir el total de los servicios de aguas lluvias para los usuarios favorecidos con el subsidio por agua potable y alcantarillado que indica;
b)
Se exime de la tarifa correspondiente a los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias que sean propietarios o copropietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea igual o menor a 150 unidades de fomento;

c)
Para efectos tarifarios, se descontará del monto del avalúo fiscal del inmueble respectivo las 150 unidades de fomento, haciendo progresivo dicho cobro, y


d)
El pago de la tarifa se hará a contar de la puesta en operación de las obras.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


Por el numeral 2) del artículo 1º, se incorporan, en el artículo 1º de la ley 
Nº 19.525, los incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo, duodécimo, decimotercero, decimocuarto, decimoquinto, decimosexto y decimoséptimo, nuevos, del siguiente tenor:


“Se entenderá por usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias a los propietarios o copropietarios de inmuebles que se encuentren emplazados dentro del área urbana de la cuenca hidrográfica servida por este sistema, quedando radicada en dichos inmuebles la obligación de pago de la tarifa correspondiente.


“Cualquiera que sea el procedimiento utilizado para contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley, los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias, propietarios o copropietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea superior a 150 unidades de fomento, deberán pagar la tarifa correspondiente, a contar de la puesta en operación de las obras. Ésta se calculará sobre la base de un cargo por beneficio a la plusvalía del inmueble más un cargo por el aporte del inmueble a la escorrentía superficial, y se determinará considerando los costos de inversión, mantención y operación del sistema de drenaje y evacuación de aguas lluvias.


“El componente tarifario asociado al beneficio a la plusvalía del inmueble se determinará multiplicando un cargo tarifario porcentual, expresado como fracción de uno, por el valor que resulte de descontar del monto del avalúo fiscal del inmueble respectivo la cantidad de 150 unidades de fomento.


“Por su parte, el componente de la tarifa asociado al aporte del inmueble a la escorrentía superficial se determinará por la multiplicación de un cargo tarifario, expresado en unidades monetarias, por unidad de área, por la superficie del terreno en el cual se emplace el inmueble y por un factor asociado al tipo de inmueble. Dicho factor será igual a la unidad, tratándose de inmuebles no habitacionales y viviendas colectivas de tres o más pisos, y a cero coma cinco en el caso de viviendas de uno o dos pisos. En el caso de viviendas colectivas de tres o más pisos, el valor así calculado se prorrateará entre cada copropietario en igual proporción a la utilizada para la distribución de los gastos comunes.


“Quedarán exentos del pago de la tarifa correspondiente todos aquellos usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias que sean propietarios o copropietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea igual o menor a 150 unidades de fomento. 


“Con todo, la recaudación total por concepto de este servicio en la cuenca respectiva deberá provenir en no más del 60 por ciento ni en menos del 40 por ciento del componente asociado al avalúo fiscal. El porcentaje señalado será fijado en el decreto supremo o en las bases de licitación, según corresponda.


En el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas, la tarifa será determinada por decreto supremo expedido por el ministro de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, las firmas de los ministros de Vivienda y Urbanismo, de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción. En el caso de que las obras se ejecuten por el sistema de concesión de obra pública fiscal, las tarifas se regularán conforme a la normativa que rige dicho sistema.


“La sociedad concesionaria de la obra pública fiscal deberá efectuar las funciones de facturación y cobranza de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Sin embargo, podrá contratar dichas funciones con la empresa de servicios sanitarios que preste servicios en la cuenca hidrográfica en la que se ejecutarán las obras de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Dicha empresa, una vez requerida, estará obligada a realizarlas.


“Por su parte, en el caso de que las obras se ejecuten, mantengan y operen a través del Ministerio de Obras Públicas, las funciones de facturación y cobranza de la tarifa deberán ser efectuadas por la empresa de servicios sanitarios respectiva, la que deberá integrar lo recaudado a rentas generales de la nación dentro del plazo que se determine en el decreto tarifario correspondiente. 


“La empresa de servicios sanitarios que ejecute las funciones de facturación y cobranza de la tarifa por el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias deberá remitir al usuario una cuenta única e indivisible que comprenda todos los servicios correspondientes, debidamente singularizados. Las tarifas a percibir por la empresa de servicios sanitarios por dichas funciones serán las que resulten de la aplicación de las normas que establezca el reglamento que para tal efecto deberán dictar, conjuntamente, los Ministerios de Obras Públicas y de Economía, Fomento y Reconstrucción. 


“Para efectos del cobro judicial de las tarifas correspondientes, la boleta o factura emitida por la sociedad concesionaria de la obra pública fiscal tendrá mérito ejecutivo. 


“El plan de inversiones y el programa para la ejecución de las obras y operación del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias serán aprobados mediante decreto supremo, firmado por el Ministro de Obras Públicas, previa consulta al Gobierno Regional correspondiente. 


“El Gobierno Regional dispondrá de un plazo máximo de sesenta días para pronunciarse sobre el plan y el programa individualizados en el inciso precedente. Dentro de dicho plazo, previamente a su pronunciamiento, el Gobierno Regional deberá efectuar una audiencia pública de carácter consultivo. “Las obras incluidas en el plan de inversiones para el servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias podrán corresponder a obras del “plan maestro” o a obras alternativas que resulten más eficientes desde el punto de vista técnico-económico. No obstante lo anterior, las obras que formen parte del plan de inversiones indicado deberán ser evaluadas según las pautas establecidas en la metodología de formulación y evaluación de proyectos de evacuación y drenaje de aguas lluvias, aprobada por el Ministerio de Planificación y Cooperación. 


“La Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá requerir de la sociedad concesionaria de la obra pública, en la que tenga participación directa o indirecta una empresa de servicios sanitarios, la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.”. 


Por el numeral 4) se incorpora el siguiente artículo 2º bis permanente, nuevo: 


“Artículo 2º bis.- Establécese un subsidio para cubrir el total del pago del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias. Serán beneficiarios de éste todos los usuarios favorecidos con el subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado establecido en la ley Nº 18.778 y en su reglamento, que sean propietarios o copropietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea superior a 150 unidades de fomento.”. 


La Comisión aprobó por unanimidad los numerales 2) y 4) precedentes, con las indicaciones aprobadas en el primer informe y que se consignan a continuación:


De los diputados señores Jaramillo, Lorenzini, Ortiz, Saffirio y Tuma, para suprimir, en el inciso tercero propuesto, las palabras “de la cuenca hidrográfica”.


De los mismos señores diputados, para intercalar en el mismo inciso tercero, después de la palabra “sistema”, eliminando la coma (,) y la palabra “quedando”, la siguiente frase: “y que tengan la calidad de usuario de los sistemas de abastecimiento de agua potable”.


De los diputados señores Jaramillo y Tuma, para reemplazar, en el inciso séptimo propuesto -nuevo inciso octavo-, las palabras “en la cuenca hidrográfica” por “en cada área urbana servida por el sistema”.


De los diputados señores Lorenzini y Tuma, para reemplazar, en el inciso decimocuarto propuesto -nuevo inciso decimoquinto-, la palabra “deberá” por la expresión “podrá”.


Acordado en sesión de fecha 20 de enero de 2004, con la asistencia de los diputados señores Jaramillo, don Enrique (presidente); Cardemil, don Alberto; Escalona, don 
Camilo; Ortiz, don José Miguel; Pérez, don José; Saffirio, don Eduardo, y Tuma, don Eugenio.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Antes de ofrecer la palabra, quiero agradecer al diputado señor Alvarado, quien, rindió el informe de la Comisión de Obras Públicas en reemplazo del diputado señor Norambuena. Como miembro de dicha Comisión, el señor Alvarado estaba al tanto de todas las materias tratadas allí, razón por la cual entregó su informe con tanta propiedad.


Se encuentran en la Sala los ministros del Interior, don José Miguel Insulza, de Vivienda y Urbanismo, don Jaime Ravinet, y de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, don Javier Etcheberry, a quienes agradecemos su presencia.


Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, al analizar este proyecto, da la impresión de que su discusión fue muy fácil, pero no es así. Varias de sus materias provocaron aprensiones, pero se fueron disipando durante su estudio.


Voy a indicar algunos aspectos que se corrigieron.


En zonas con muchas precipitaciones es común que se inunden poblaciones. Pero también lo hemos visto en Santiago, donde con un poco de agua que caiga se inunda toda la ciudad. Por eso, la gente debe saber que este proyecto, que modifica la ley que regula los sistemas de evacuación de aguas lluvias, favorece a quienes han tenido problemas año tras año con las inundaciones.


Ahora, es importante que en el proceso de evacuación de las aguas lluvias se considere el estado de las cuencas hidrográficas. Muchas veces éstas han sido achicadas por el hombre al construir en sus entornos paredones o viviendas. Por ello, es indispensable su limpieza para una correcta y rápida evacuación de las aguas lluvias. Por ejemplo, en la comuna de Loncoche se limpió un estero, lo que permitió que 400 ó 500 casas, por primera vez, luego de treinta años, no se inundaran y que la gente pasara seca ese invierno.


Entonces, la evacuación de las aguas lluvias no consiste sólo en instalar un par de tubos debajo de la carretera, concesionados por los ministerios de Obras Públicas o de Vivienda. Es mucho más importante que eso: dar a la gente la seguridad de que sus casas no se inundarán. También el proyecto cautela que las personas de menores recursos, cuyas propiedades no superan las 150 UF, queden exentas del pago.


En la Comisión tratamos de elaborar el proyecto lo mejor posible. Sin embargo, tal como se dijo allí, muchas veces se nos pasan detalles; estos trabajos deberían haberse efectuado antes. Me explico: en los trabajos de la circunvalación Américo Vespucio están atorados porque las obras de evacuación de aguas lluvias hay que hacerlas ahora y no después de que se inunde la carretera y haya que romper de nuevo para efectuarlas. Por eso, el proyecto es importante, porque en la construcción de futuras carreteras deberá considerarse la instalación de sistemas de evacuación de aguas lluvias.


Pero no sólo los parlamentarios deben pensar en el proyecto de ley; también es importante que las regiones participen. Es así como los gobiernos regionales tendrán sesenta días para revisar los proyectos, lo que también es muy importante, porque no deben ser sólo un buzón de las leyes que despacha el Congreso Nacional, sino que también deben interesarse en los proyectos de la región.


Asimismo, es importante tranquilizar a la población respecto de los costos. El problema no es hacer las obras, sino cómo se pagan. Uno cree que las obras concesionadas las paga Moya, y no es así: las pagamos todos los chilenos. La gente que pone la plata gana un interés de, más o menos, un 10 por ciento anual. Entonces, se calcula que en veinte años estará recuperada su inversión, más los intereses correspondientes. Cuando las obras son concesionadas, la primera pregunta que nos hacemos es ¿cómo se pagarán? ¿Por qué? Porque la gente va a pensar que le vamos a recargar sus costos. Es bueno que ella sepa que tendrá que pagar la cuenta del agua potable, la cuenta por el uso de alcantarillado y, ahora también, la cuenta por concepto de la planta de tratamiento de aguas servidas y de evacuación de las aguas lluvias. Pero si estudiamos con calma este proyecto, vemos que, quizás, la iniciativa en estudio es la que mayores beneficios reportará a la gente, porque no perderá sus enseres invierno tras invierno.


Es importante destacar que hemos cautelado a los propietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea igual o inferior a 150 unidades de fomento, y que la gente que tiene más recursos será solidaria con ellos. En ese sentido, estamos absolutamente de acuerdo. Si comparamos el pequeño recargo que deberán asumir las personas con el beneficio que obtendrán, sin duda este último es mucho mayor, sobre todo en el caso de la gente que vive en poblaciones o en terrenos que se inundan.


Quiero mandar un mensaje al ministro de Vivienda, en el sentido de que es bueno que los asesores “pongan más ojo” en cuanto a dónde recomiendan construir.


Éste es un buen proyecto de ley. Lo vimos en las comisiones de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, y de Vivienda y Desarrollo Urbano. En todo caso, no creo que esta iniciativa afecte a más de 25 ó 26 ciudades -las más grandes- a lo largo del país.


La pregunta puede ser respondida por el señor ministro. Por ejemplo, si se produce una inundación en una ciudad mediana, como Villarrica, y se hace esta obra de evacuación de aguas lluvias que favorecerá a treinta, cuarenta o cincuenta familias, ¿toda la población va a tener que pagar proporcionalmente su costo? Lo consulto sin ánimo de polemizar, pues Renovación Nacional va a votar favorablemente el proyecto; pero sería bueno que se aclarara esta inquietud. Por esa razón, mandé un mensaje al ministro de Vivienda, porque, cuando por un mal asesoramiento se construye en un lugar que se inunda, a la larga se perjudica a las mil, dos mil o cinco mil viviendas que va a tener la población. Es bueno pagar un poquito más por los terrenos, a fin de no tener estos problemas.


Con mucha fuerza y entusiasmo, porque hemos visto que se ha trabajado en conciencia, vamos a votar favorablemente. Al respecto, pienso en algunas ciudades de mi distrito, como Loncoche, Toltén, que es la que más se inunda, y Gorbea. Queremos que estas obras se realicen y que las personas sean favorecidas. Ojalá -otro recado- cuando exista necesidad de hacer este tipo de obras en pueblos como los de la Novena Región, con casas cuyo avalúo fiscal sea de menos de 150 unidades de fomento, se haga mirando el bien común, con el fin de que la gente pueda vivir un invierno mejor.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el ministro señor Etcheberry.

El señor ETCHEBERRY (ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, quiero decirle al diputado René Manuel García que está en lo cierto al ejemplificar que algunas obras favorecerán a un pequeño conjunto de casas de Villarrica. De acuerdo con el proyecto de ley, el costo será absorbido, solidariamente, por todos los habitantes de esa ciudad.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, quiero celebrar la especial connotación que el Gobierno, a través del mensaje, le ha dado a este proyecto, en el sentido de que las regiones no sigan financiando obras que, preferentemente, van a beneficiar a Santiago. Por ejemplo, con la construcción del Metro se les restan recursos para obras públicas a las regiones que no se beneficiarán con esa obra, tan necesaria e indispensable para el transporte de los capitalinos.


Este proyecto se concibió de manera distinta, ya que las obras serán financiadas por las localidades que obtengan algún beneficio del sistema. Por lo tanto, las regiones no disputarán el escaso presupuesto del Ministerio de Obras Públicas, porque el proyecto será financiado por un concesionario, el que, a su vez, por medio de las tarifas que pagarán los usuarios del sistema, obtendrá una retribución por los recursos que invierta.


Como titular de la Comisión de Hacienda, me correspondió participar en la discusión del proyecto, especialmente en lo relativo a los numerales 2 y 4 del artículo 1º, que dicen relación con la definición del área atendida. En este sentido, entendí que, respecto de las tarifas de agua potable y de alcantarillado, y de la fijación de las tarifas de las plantas de tratamiento de aguas servidas, el costo de la planta se podrá distribuir en el total de la cuenca, porque todas las ciudades aledañas se verán beneficiadas con las inversiones de saneamiento de las aguas servidas. Pero cuando se trata de financiar sistemas de evacuación de aguas lluvias, no tiene sentido distribuir su costo en el total de los usuarios de la cuenca hidrográfica. Por ejemplo, si se ejecutaran obras mediante este sistema en la cuenca del Biobío, conforme se definió originalmente en el proyecto -distribuir el costo en la cuenca-, las localidades de Santa Bárbara, Laja, San Rosendo y Chiguayante también tendrían que financiar el sistema que favorece a Concepción. Lo mismo ocurriría en el caso de la cuenca del río Cautín, por lo que Lautaro, Imperial y Carahue tendrían que contribuir al financiamiento de los sistemas de drenaje y evacuación de aguas lluvias de Temuco, o en la cuenca del río Calle Calle, con las localidades de Panguipulli y Los Lagos, si el sistema se aplicara en Valdivia.


Por lo tanto, en la Comisión de Hacienda, los diputados señores Jaramillo, Lorenzini, Ortiz, Saffirio y quien habla presentamos una indicación para corregir esta distorsión, con el objeto de que el costo del sistema sólo se distribuya entre los usuarios de una misma ciudad o sector urbano, y no afecte a las localidades que no se beneficien del sistema. Al mismo tiempo, presentamos una indicación para que los beneficiarios necesariamente tengan que ser usuarios del sistema de abastecimiento de agua potable, la que fue aprobada por unanimidad.


Respecto del pago, en la discusión del primer informe reglamentario de este proyecto, varios señores diputados planteamos que éste era un cargo más para las familias modestas, en circunstancias de que muchas veces no tienen dinero para cambiar una plancha de zinc, a fin de evitar que se siga lloviendo su casa. 


Desde ese punto de vista, el proyecto ha sido mejorado notablemente. El Ejecutivo ha aceptado que el sistema sea subsidiado en un ciento por ciento para todos aquellos que reciben el subsidio de agua potable. Asimismo, quedarán exentos del pago todos los propietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea menor a 150 unidades de fomento, como también, para ser justos con este subsidio, se eximirá de pago a las primeras 150 unidades de fomento del avalúo fiscal de las viviendas.


Junto con el diputado señor Lorenzini 
-quien hoy asumió la Presidencia de la Corporación- presentamos una indicación que establece la obligatoriedad de que los gobiernos regionales se pronuncien sobre el plan. El proyecto original establecía que “el Gobierno Regional deberá efectuar una audiencia pública de carácter consultivo”. Como su pronunciamiento no era vinculante respecto de la resolución que adoptara el Ministerio en su momento, sugerimos que era más conveniente dejar en libertad de acción a los gobiernos regionales para que decidieran si hacían o no dicha consulta. De manera que hubo unanimidad con el Gobierno en cuanto a modificar la obligatoriedad de la consulta, a fin de dejar establecida una condicionante que pudiese resolver el propio gobierno regional.


Por último, quiero señalar la metodología empleada en el despacho del proyecto, el cual aprobaré en forma entusiasta. En el informe de la Comisión de Obras Públicas no están consideradas las indicaciones formuladas en la Comisión de Hacienda, aprobadas por unanimidad, las cuales dicen relación con el cambio en la definición de las personas a las que se les cobrará y con el imperio del sistema de cobranzas en los sectores urbanos beneficiarios y no en la cuenca. Es una de las modificaciones esenciales que hemos hecho en la Comisión de Hacienda. 


De modo que el proyecto debe ser votado con las modificaciones aprobadas por la unanimidad de la Comisión de Hacienda.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Señor diputado, se votarán todas las indicaciones de las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda, cuyos informes se encuentran a disposición de los señores diputados.

Tiene la palabra el diputado Carlos Montes. 


El señor MONTES.- Señor Presidente, es muy importante contar con una ley que establezca un sistema de evacuación y drenaje de las aguas lluvias para evitar las inundaciones. Ello no se hizo oportunamente y cuando las ciudades alcanzaron cierto grado de crecimiento. Por eso, ahora sus costos son muy altos, pero deben enfrentarse, pues tienen relación con la calidad de vida de las personas.


En 1997 se fijó la responsabilidad en la materia en los ministerios de Vivienda y de Obras Públicas. Ahora, se determina cómo se financiarán las obras y se captará capital privado.


La opción de las concesiones es positiva, ya que permitirá mejorar la calidad de vida en nuestras ciudades.


En el primer informe manifestamos nuestra preocupación, en primer lugar, por quién tomaría las decisiones y cómo, y, en segundo lugar, por cómo se financiarían las obras.


El segundo informe ha mejorado el sistema de financiamiento al excluir a una parte del sector de menores ingresos. Por eso, votaremos a favor de las indicaciones aprobadas por la Comisión.


Sin embargo, a pesar de su importante avance en esta materia, es pertinente reconocer que quedan pendientes aspectos de fondo. La mayor debilidad del proyecto proviene del carácter de bien privado que se da al tratamiento de las aguas lluvias. ¿Son los ciudadanos los que deben financiarlo? 


Estoy convencido de que el tratamiento de las aguas lluvias es un tema de ciudad, porque se trata de un bien público o semipúblico. Discrepo de lo planteado por el ministro Jaime Ravinet en el primer informe, cuando señaló que “es profundamente erróneo pensar que las aguas lluvias representan un bien público, porque si concluyéramos eso serían materia de Estado”. Una cosa no implica la otra. El carácter público de la ciudad no significa que exista una sola forma de financiamiento. No es lógico cargar una inversión de esta naturaleza a una sola generación de ciudadanos en proporción a variables como su patrimonio. Eso se ha hecho en exceso.


¿Las aguas servidas son un bien privado? Hoy se coloca en la cuenta de cada ciudadano el pago por el tratamiento de las aguas servidas. A esta generación se le carga la inversión de una obra que beneficiará a futuras generaciones y que no se pudo hacer en otra época, porque no se contaba con los medios para mejorar las ciudades.


El problema de fondo es el modelo de protección social. La sociedad debe hacerse cargo de las personas a las cuales no les va bien -no necesariamente son pobres- y no están en condiciones de cubrir los nuevos gastos. Hemos privatizado y transformado en bienes privados todo lo posible. Por ejemplo, para ser enterrada en un cementerio, la gente más pobre requiere de 700 mil pesos.


Nos preocupan los subsidios ocultos. Los especuladores de terrenos ganan grandes fortunas, porque se benefician del crecimiento de la ciudad. ¿Existe preocupación por esos subsidios ocultos? Se debe buscar un modelo de protección social y considerar el conjunto del problema. 


¿Las obras se deben financiar con los recursos públicos generales? Nadie ha dicho eso, pues sería injusto. No es lógico que los habitantes de Arica paguen el tratamiento de aguas lluvias de Santiago.


Las regiones no cuentan con recursos propios que provengan de su dinamismo económico y del esfuerzo de sus habitantes. Dependen exclusivamente de la decisión presupuestaria anual, del Fndr, de los fondos sectoriales, etcétera.


Quienes participamos, en 1992, en la reforma regional, señalamos con fuerza que quedaba algo incompleto; que entendíamos que era bueno partir así, pero que había que enfrentarlo, porque las regiones no podían depender sólo de predecisiones y recursos preasignados en el nivel central, independientemente de su dinamismo económico, de su aporte al desarrollo del país. Las regiones necesitan fuentes de ingresos propias, de distinta naturaleza, de libre disposición y de acuerdo a su propio dinamismo; algún fondo de compensación, como el fondo común municipal. 


Lo anterior nos ha llevado a decir que se requieren impuestos regionales pagados por quienes viven en regiones. Con ellos se formaría un fondo del que se sacarían los recursos para pagar los bienes públicos de las respectivas ciudades. 


Hoy se discute el problema de las aguas lluvias. Ayer se discutió el de las aguas servidas, que definimos y enfrentamos mal, porque se puso un peso en la espalda a quienes no corresponde.


Por otra parte, deben hacerse grandes inversiones en relación con el tema de la basura, como es propio en todas las ciudades. No podemos seguir cobrando sólo lo que cuesta transportarla y disponerla, sino que debemos hacer grandes inversiones para enfrentar de manera industrial y moderna ese problema.


Otro ejemplo: las ciclovías. Debe haber un fondo que fortalezca a las regiones y que les permita a las ciudades tomar decisiones respecto de su futuro.


A estas alturas, el argumento de la gradualidad y de lo paulatino puede ser válido en la dimensión técnica y de ejecución, pero no en lo que hay que hacer. Eso no corresponde, porque una región puede decidir invertir más en un aspecto que en otro. Por ejemplo, Chiloé requiere mucho mayor tratamiento de aguas servidas, pero no tiene cómo tomar esa decisión. Por esa razón, deben existir recursos para una inversión de ese tipo.


Anuncio que votaré favorablemente las indicaciones, porque mejoran el proyecto o lo hacen menos malo que su texto anterior. Estamos avanzando. Sé que esto requiere una reforma constitucional regional, como la que está en discusión en la Comisión de Gobierno Interior. Por tanto, mi petición es que enfrentemos esto a fondo para que podamos aumentar la capacidad de decisión de las regiones y procurar que ella se adopte con más justicia. 


La evacuación y drenaje de aguas lluvias no es un bien privado, sino público o semipúblico; en su caso, bien regional o de ciudad. Ésa es la base de nuestra argumentación.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Cristián Leay.


El señor LEAY.- Señor Presidente, comparto bastante la argumentación del diputado Montes. 


Cuando el año pasado se planteó parte de este problema, me pareció que aguas servidas y aguas lluvia son temas distintos. Yo produzco aguas servidas, no aguas lluvias. Primera gran diferencia. 


Lamentablemente, el país no enfrentó esta materia antes. Sin querer hacer una crítica a la Concertación, en 1996 fue la primera vez que se tocó en el Congreso Nacional. Se facultó al Ministerio de Obras Públicas; pero pasaron siete u ocho años y no se hizo nada -hoy recién estamos estudiando este proyecto-. En ese tiempo se encarecieron los costos.


Conozco más la Región Metropolitana, pero quiero recordar que en Antofagasta el desarrollo inmobiliario, sobre todo público, con las viviendas Serviu, ha sido salvaje. Sin embargo, el problema de las aguas lluvias no lo tenemos en Antofagasta, sino en Santiago. Los anegamientos de viviendas se producen en todas las propiedades construidas por el Serviu y en los terrenos comprados por este servicio para proyectos inmobiliarios. En comunas donde ha habido mayor desarrollo inmobiliario, como son Quilicura, Renca, Pudahuel, parte de Huechuraba y otros puntos, los principales conflictos son por anegamiento de calles y viviendas.


Hoy, la solución es que todos los vecinos, mediante un pago mensual, contribuyan a financiar las obras. Pero ¿qué hacen las inmobiliarias al respecto? ¿Cuál es la exigencia que se les pone en esta materia? Me parece que todo proyecto inmobiliario debería contemplar una red que llevara las aguas lluvias a un canal primario de evacuación, cuyos costos se considerarían entre los de urbanización, tanto cuando construya el fisco como cuando lo haga el sector privado. Pero no puede ser que el Estado o el sector privado construyan viviendas y, en definitiva, los vecinos del sector de Río Jachal, que no se inundan nunca, paguen por la evacuación de las aguas lluvias. Me parece injusto. Alguien podrá decir que esa solución es posible, pero no me venga a plantear que es de justicia.


Hoy se está pasando la cuenta a gente modesta por ineficiencia de los gobiernos, militar, de la Concertación, del que sea.


A mi juicio, la solución que se propone beneficia claramente a las inmobiliarias, porque las exigencias que se les hacen son mínimas.


Entiendo que las propiedades con un avalúo fiscal de 150 unidades de fomento o menos quedarán exentas del pago. En Recoleta e Independencia eso debe representar el 1 ó 2 por ciento de las viviendas; incluso puede ocurrir que ninguna quede exenta.


Por eso, me gustaría saber cómo se llegó a ese monto. ¿Por qué proponen 150 unidades de fomento? ¿Cuál es el criterio que se siguió para proponer esa cantidad? Se pudo haber aplicado el criterio con el que se fijó la exención al pago de contribuciones, que es conocido.


En mi distrito, la exención de 150 uefes no favorecerá a nadie, no obstante que el 80 por ciento de los bienes raíces está exento del pago de contribuciones.


Insisto, ¿cuál es el criterio? Me parece que, simplemente, sacar el máximo de plata en todos los hogares, sin importar su condición social. No veo otro criterio.


Me gustaría que el ministerio hiciera un estudio y nos informara acerca de cuántas viviendas quedarán exentas en la Región Metropolitana, por comunas. ¿Tenemos esa información? No la veo en ningún informe.


Entiendo que quienes reciben el subsidio de agua potable también se verán beneficiados. Sin embargo, ¿sabemos cuánto les subió la cuenta del agua a las familias modestas con la incorporación del cobro por la evacuación de las aguas servidas, que, dicho sea de paso, me pareció necesaria?


Para una persona que pagaba cuatro mil pesos de agua potable, ¿cuánto representa este nuevo cobro? Creo que va a pagar más por las aguas servidas y aguas lluvias que por el consumo de agua potable. Eso es ridículo. Es ridículo que un vecino de la población “Escritores de Chile” vaya a pagar más por la suma de estos nuevos cobros que por el agua que consume. Es increíble.


El ministro niega con la cabeza, pero yo se lo puedo asegurar. Muéstrenme las cifras. Un vecino de esa población no paga más de cuatro mil pesos al mes por el consumo de agua potable. Según me informaron, ese mismo vecino va a pagar, más o menos, mil quinientos pesos por concepto de evacuación de aguas lluvias, y por el tratamiento de las aguas servidas ya está pagando aproximadamente mil pesos, lo que suma dos mil quinientos pesos adicionales. En consecuencia, los criterios para manejar esto no me parecen adecuados.


Se determina que el gobierno regional dispondrá de un plazo máximo de sesenta días para pronunciarse sobre el plan y el programa, dentro del cual deberá efectuar una audiencia pública de carácter consultivo. Me parece que son plazos bastante breves, sobre todo considerando que es una instancia de mayor participación ciudadana, donde se discuten decisiones que involucran las platas de quienes allí intervienen. La verdad es que uno paga bienes raíces e impuestos municipales para contar con infraestructura municipal; pero resulta que nada de eso vale aquí. La idea es sacarle cada vez más plata al usuario para tener más infraestructura. ¿Qué se hace con nuestros impuestos cuyo destino es para infraestructura comunal? ¿Dónde están?


En el caso de la Región Metropolitana, también me gustaría conocer detalles del plan maestro, como los montos involucrados y los plazos para ejecutarlo.


Ahora bien, en primer lugar están los canales primarios -no sé cuál es el término técnico que se ocupa-, y, después, las redes secundarias, las cuales crecen en forma permanente, simultáneamente con la ciudad. ¿Cada obra que se haga significará un aumento de los impuestos que se cobran al usuario? Tengo dudas respecto de esto. No comparto la solución en el sentido de encarecer, por ejemplo, la cuenta de agua a una persona modesta, la que terminará pagando más por servicios anexos que por el agua que consume.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el honorable diputado señor Zarko Luksic.


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, este proyecto traerá bastante beneficio a las poblaciones que se encuentran en una situación geográfica desmedrada, porque, en la práctica, son las que reciben el agua cuando llueve y no tienen la posibilidad de que ésta se vierta a un cauce mayor. Me refiero a zonas como Alto Jahuel, en Pudahuel Sur; a Bonilla con Errázuriz, que, durante las últimas lluvias caídas en la Región Metropolitana, debieron soportar inundaciones no sólo en las vías públicas, sino también en las casas, muchas de ellas muy modestas.


El proyecto de ley da cuenta de la obligación de que las empresas inmobiliarias se preocupen de la evacuación de las aguas lluvias. Tuvimos oportunidad de participar en un seminario, organizado por la Comisión de Obras Públicas y presidido por el diputado señor Patricio Hales, en el cual se dieron dos grandes ejemplos: uno, relativo al diseño y construcción del Gran Santiago, donde precisamente se contempló establecer sistemas de evacuación de aguas lluvias; y otro, que no consideraba ningún tipo de normativa y regulación, y que ha traído como consecuencia -reitero- grandes problemas en poblaciones, pero también en industrias. Recordemos lo que ocurrió en Quilicura, donde el parque industrial que funciona en esa comuna se inundó, porque el canal Las Cruces, que está enfrente, simplemente no dio abasto. No estoy hablando de las lluvias más copiosas del siglo, sino de lluvias normales que han caído en el gran 
Santiago durante los últimos años. 


En la Comisión de Obras Públicas debatimos este tema con bastante dedicación. La idea es que la inversión la paguen los usuarios -es bueno que así sea-, pero aquellos que tienen poder adquisitivo o que cuentan con ingresos para solventar esta construcción tan necesaria, en especial para los sectores más populares del gran Santiago. 


Yo era de la idea -también el diputado Hales- de extender el beneficio de exención del pago de la tarifa mensual a todos aquellos vecinos que hoy están exentos del pago de contribuciones. Fue una dura lucha, que perdimos, porque se requería del patrocinio del Ejecutivo, y, al final, la indicación fue declarada inadmisible. Sin embargo, se llegó a un buen acuerdo en el sentido de que todas aquellas familias que hoy gozan del subsidio de agua potable y de aguas servidas, también puedan eximirse del pago de la tarifa como consecuencia de la construcción, operación, reparación y conservación de las redes primarias y secundarias que van a ser concesionadas. 


En la discusión de la iniciativa se agregó, también, que se eximirían del pago de aguas lluvias todas aquellas viviendas cuyo avalúo fiscal fuese inferior a 150 unidades de fomento. Al respecto, tengo una duda que quiero consultar con el señor ministro, porque, al parecer, habría una contradicción. En efecto, por un lado, el artículo 1º, número 2, señala que “Cualquiera que sea el procedimiento utilizado para contratar la realización de las obras a que den lugar las disposiciones de esta ley, los usuarios del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias, propietarios o copropietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea superior a 150 unidades de fomento, deberán pagar la tarifa correspondiente,...”. Sin embargo, el artículo 2º bis, que establece un subsidio para cubrir el total del pago del servicio de evacuación y drenaje de aguas lluvias, establece que “Serán beneficiarios de éste todos los usuarios favorecidos con el subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado establecido en la ley Nº 18.778 y en su reglamento, que sean propietarios o copropietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea superior a 150 unidades de fomento.”.


Qué se está diciendo acá? ¿Que sólo recibirán ese subsidio los propietarios o copropietarios de inmuebles cuyo avalúo fiscal sea superior a 150 unidades de fomento? En verdad, no entiendo, porque lo lógico sería que dicho avalúo fuese inferior a 150 unidades de fomento. 


Señor Presidente, el señor ministro me está pidiendo una interrupción para aclarar mi duda. 


Quizá sea un problema de redacción.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el señor ministro.


El señor ETCHEBERRY (ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, tal como leyó el diputado señor Luksic, se va a cobrar sólo por viviendas cuyo avalúo fiscal sea superior a 150 UF; por lo tanto, no tiene sentido dar subsidio a propietarios de viviendas de avalúo menor a 150 UF, porque están exentas. Como sólo van a estar afectos -repito- los primeros, a quienes reciban subsidio de agua potable, cualquier sea su porcentaje, se les otorgará un subsidio del ciento por ciento por concepto del sistema de evacuación y drenaje de las aguas lluvias.


Gracias, señor Presidente.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Puede continuar, diputado señor Luksic.


El señor LUKSIC.- Agradezco al ministro su aclaración.


Este es un buen proyecto. A primera vista, puede ser razonable lo que dice el diputado señor Leay, en cuanto a que todavía hay muchas necesidades en el país y aspectos sociales incumplidos; pero, sin lugar a dudas, esto nos acercará a una ciudad mucho más moderna, capaz de resolver los problemas de saneamiento de las aguas servidas, materia que, quiérase o no, ha sido muy exitosa gracias a los gobiernos de la Concertación. Hoy es muy difícil encontrar a un niño con tifus o cólera, cuestión que antes era muy común. Esto es necesario decirlo, porque -insisto- ha sido gracias a una buena política en materia de saneamiento de aguas servidas, aunque, en su momento, más de alguno se molestó porque tuviéramos que pagar más dinero por ese tipo de operación y construcción.


El desfinanciamiento de sistemas de evacuación y drenaje de las aguas lluvias también recayó en los usuarios. En este sentido, y el hecho de que el Estado quiera proteger y ayudar subsidiariamente a aquellos que no tienen capacidad de pago, es un buen principio, que ya se ha aplicado en otras ocasiones.


Sí nos vamos a ver envueltos en algunas situaciones que espero se aclaren en el reglamento. Me imagino que las empresas sanitarias también van a poder postular a una concesión, lo cual es razonable, a fin de ocupar las mismas redes de alcantarillado que hoy tienen para el tratamiento de aguas servidas.


Asimismo, la empresa que se va a encargar de la construcción va a ser la misma que la que se hará cargo de la operación y de la administración, de manera que no haya dos tipos de pago.


Reitero, estamos ante una muy buena iniciativa de ley. Está mirando hacia un Santiago y un país mucho más moderno, capaz de satisfacer necesidades que corresponden a países desarrollados. Chile ha demostrado en algunas cuestiones, en algunas iniciativas, como la del Transantiago y las del medio ambiente, un gran desarrollo y modernidad. 


Por eso -insisto-, me parece que éste es un muy buen proyecto.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, el trabajo prelegislativo sobre esta materia ha sido bastante intenso. Así, un gran número de los diputados que formamos parte de la Comisión de Obras Públicas, llegamos a la convicción de que este proyecto es necesario para el país. Digo necesario, porque todo el país ha sido testigo directo de extensas inundaciones en los últimos años, que se han incrementado desde 1984 en adelante, llegando a ser continuas y reiteradas en los años 1986, 1987, 1989, 1991, 1993, 1994, 1997, 2000 y, recientemente, en 2002. A través de la televisión o en terreno, se ha podido ver el drama humano de ver a compatriotas inundados y con sus enseres en precarias condiciones.


Todo Chile se conmueve cuando ocurren situaciones de esa naturaleza, y siempre ha quedado la interrogante de por qué no se ha hecho algo para evitar que suceda de nuevo. Con seguridad, los chilenos no saben que la inversión para solucionar un problema de esa magnitud no puede ser asumida por el Estado. Ello significaría suspender o dejar en el olvido muchas obras que ya comenzaron a realizarse por los Ministerios de Obras Públicas o de Vivienda. En el sur, por ejemplo, no se podría avanzar en las redes viales si todos los recursos se concentraran para enfrentar la problemática de las aguas lluvias.


Por eso, lo primero que debemos dejar en claro es que este proyecto no puede ser asumido por el Estado; debemos buscar una alternativa.


Precisamente, el proyecto de ley en debate permite crear un instrumento para solucionar el problema de las aguas lluvias, a fin de que los chilenos no tengamos que estar conmoviéndonos ante esos hechos, y que cada vez que haya una lluvia torrencial o una tormenta, tengamos que hacer cadena solidaria en el país.


Pero lo más importante es que en esta iniciativa se establece que sólo pagarán los habitantes que forman parte de las comunas susceptibles de sufrir esas catástrofes. Desde esa perspectiva, la gente de Arica, donde llueve muy poco, no tendrá que pagarles a los de Santiago, que generalmente se inundan. Nosotros, en el sur, donde llueve en forma más persistente, pero no somos testigos tan claros en esta materia, no tendremos que estar financiando la solución que se adoptará para Santiago y las comunas o ciudades grandes que son afectadas por el problema.


Voy a dar algunas cifras para clarificar la materia. En la catástrofe de 2002, hubo más de 9 muertos, más de 50 mil damnificados y se perdieron 32 millones de dólares en daños directos. Hubo largas horas de ausentismo laboral; fueron casi 10 mil las viviendas dañadas, 1.400 totalmente destruidas y más de 80 mil damnificados. Por televisión, pudimos ver cómo casi treinta mil personas estaban en albergues.


El proyecto, perfectible, ofrece una alternativa a los chilenos que sufren esos problemas: el pago de montos mínimos. Pero no nos engañemos; recién escuchaba a un diputado de la UDI afirmar con mucho énfasis que aquí no se ha hecho nada para solucionar ese problema. Al respecto, le recuerdo que ellos estuvieron en el poder 17 años y tampoco hicieron nada para solucionar este y otros muchos problemas.


Por eso, de una u otra forma, hoy estamos construyendo una solución para el Chile del futuro. Con ello, impediremos las consecuencias de una situación climática demasiado adversa, que afecta a nuestros compatriotas de una manera atroz.


¿Se tendrá que pagar algo? Sí, pero lo mínimo, lo que resulta muy poco comparado con los daños que a veces deben pagar las familias, por largo tiempo, por la reconstrucción de sus hogares. Los primeros grupos pagarán una mensualidad entre 600 y 1.000 pesos, cifra muy factible de poder ser pagada. De esa manera, quedarán más seguros sus hogares, sus calles y sus familias.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Cito a reunión de Comités en la Sala de Lectura.


Tiene la palabra el diputado señor 
Claudio Alvarado.


El señor ALVARADO.- Señor Presidente, este proyecto ha sido extensamente debatido, tanto en Comisión como en Sala y, no obstante concordar con la necesidad de abordar la situación y de entregar una solución al problema de las aguas lluvia, nos preocupaba el impacto que aquélla tendría en los grupos sociales que perciben menos ingresos. Es una realidad que no podemos desconocer, y de allí, repito, la preocupación que generaba un proyecto de esta naturaleza.


También debemos tener en consideración que, entre el tiempo que media entre el primer informe que discutimos en esta Sala, en diciembre, y el que estamos discutiendo ahora, se han ido adoptando medidas que apuntan en esa dirección, como esta exención de pago para las viviendas cuyo avalúo fiscal sea igual o inferior a 150 unidades de fomento; una rebaja en la base de cálculo de la tarifa para las viviendas situadas en el tramo inmediatamente superior a las 150 unidades de fomento, y la incorporación de un subsidio correspondiente al ciento por ciento de la tarificación por concepto de aguas lluvias a quienes hacen uso del subsidio por consumo de agua potable. No obstante, esas medidas no eliminan problemas de fondo, que dicen relación con la forma de asignar estos subsidios, aspecto que discutimos en la Comisión e hicimos presente en la Sala.


Es de conocimiento de todos que muchas familias, a lo largo del país, que califican para el subsidio de consumo de agua potable quedan en lista de espera, porque los fondos destinados para tales efectos no son suficientes. Es necesario, entonces, realizar un esfuerzo adicional para entregar oportunamente dichos recursos, a fin de que este fenómeno no juegue en contra de este tipo de proyectos.


Dentro del contexto de nuestra preocupación respecto del impacto que la tarificación por concepto de aguas lluvias pueda tener en las familias más modestas, queremos proponer al señor ministro, por intermedio de la Mesa, la posibilidad de que en el Senado pudiéramos concordar una indicación en el sentido de que al momento de adjudicar las obras a la empresa que cumpla con todos los requisitos técnicos, se aseguren de que el valor ofrecido por vivienda tenga el menor impacto posible en el ingreso de las familias que harán uso del beneficio; vale decir, que se involucre en su análisis un valor promedio más bajo de tarifa.


A nuestro juicio, ésta es una manera de resguardar que en estos proyectos de ingeniería esté bien acotado el alza de las tarifas o que se note un esfuerzo de parte de las empresas postulantes por ejecutar el proyecto en la forma que se exige, pero a un costo lo más razonable posible al momento de fijar las tarifas.


En nuestra bancada de senadores vamos a insistir con esta indicación, y esperamos que los ministros presentes tengan la disposición y la voluntad de acogerla.


Finalmente, quiero remarcar un punto que también hicimos presente en la primera discusión del proyecto, en diciembre último, y respecto del cual tenemos discrepancia con el Ejecutivo. Pensamos que si el Estado construye cuando la evaluación económica de un proyecto no es rentable para el privado, es porque hay un criterio social involucrado en esa decisión; por lo tanto, si por falta de rentabilidad económica no se interesa el privado y construye el Estado, deberá tener en consideración que todos los ciudadanos ya pagaron sus impuestos, de manera que la nueva construcción no debe significarles un doble pago. 


En términos generales, en la Comisión de Obras Públicas aprobamos prácticamente por unanimidad la mayoría de las indicaciones formuladas al proyecto. Pensamos que lo que estamos discutiendo hoy mejora en parte el proyecto propuesto por el Ejecutivo en diciembre último, y trataremos de que sea despachado hoy con el voto positivo de la Sala.


He dicho.


El señor MONTES (Presidente 
accidental).- Tiene la palabra el ministro de Vivienda y Bienes Nacionales, señor Jaime Ravinet.


El señor RAVINET (ministro de 
Vivienda y Bienes Nacionales).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer a los diputados informantes y a las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda, el espíritu de cooperación y de trabajo efectuado para avanzar en un tema que afecta seriamente a nuestras ciudades. La mejor demostración de lo anterior es que gran parte de las indicaciones presentadas fueron aprobadas por unanimidad en ambas Comisiones.


En el debate de la iniciativa se hicieron presentes varias aprensiones y observaciones que quiero responder.


Deseo manifestar el apoyo del Ejecutivo a las indicaciones presentadas en la Comisión de Hacienda, cuyo informe rindió el diputado señor José Pérez, a las cuales se refirió posteriormente el diputado señor Tuma. Dichas precisiones no fueron discutidas en la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, pero sí fueron aprobadas en la Comisión de Hacienda. Ellas cuentan con el respaldo del Ejecutivo, especialmente en lo que dice relación con la definición de usuarios, la supresión del concepto de cuenca hidrográfica, la precisión en cuanto a qué áreas urbanas son las expuestas al servicio de agua potable, y la idea de reemplazar el vocablo “deberá” por “podrá” en la consulta o audiencia pública que efectúe el consejo regional.


Más allá de lo conceptual en cuanto a si estamos en la discusión de un bien público o privado, en el seno de la Comisión se señaló algo con lo que quiero manifestar mi acuerdo. Claramente, no estamos ante un bien público, porque, si así fuera, su manejo debería ser financiado con las rentas generales del país, lo que sería muy centralista y socialmente regresivo. Concuerdo con los señores diputados que han señalado que éste es un tema de ciudad. De ahí que podamos discutir si el drenaje y la evacuación de las aguas lluvias deben pagarse por los usuarios, a través de las cuentas, o con impuestos eventuales que pudieran aplicarse a la ciudad. La Constitución Política dispone la posibilidad de un impuesto regional para aplicarlo a fines determinados, pero no hay ley orgánica constitucional que lo regule. Creemos que el tema es discutible. Sin embargo, mientras ese instrumento no esté disponible, debemos optar por el camino propuesto.


Otro diputado intentó hacer una diferencia al señalar que las aguas servidas se producen y las aguas lluvias no. Eso constituye una verdad parcial, porque, en la medida en que los terrenos se impermeabilizan, las aguas escurren, no se filtran, lo que perjudica a quienes están en elevaciones menores.


El proyecto busca considerar las implicancias que conllevan el crecimiento de las ciudades y la impermeabilización de terrenos que filtraban aguas en el pasado. En la actualidad, la ley general de Urbanismo y Construcción establece normas importantes para quienes construyen, como la de filtrar o manejar sus aguas. El problema básico consiste en determinar hacia dónde deben escurrir, aspecto en que entran en juego los colectores primarios y secundarios, situación que aborda el proyecto.


Hasta 1988, las empresas sanitarias debían responder por esa situación. Sin embargo, a partir del DFL Nº 388, de 1988, no hubo responsables del manejo de las aguas lluvias por casi diez años. A partir de 1997, la ley 
Nº 19.525 estableció responsabilidades y obligó a los Ministerios de Obras Públicas y de Vivienda, a preparar planes maestros, cuyos financiamientos discutimos hoy.


Me parece plausible la preocupación de que estos gravámenes no afecten a los sectores más modestos. Para responder, por su intermedio, señor Presidente, el planteamiento del diputado señor Leay, deseo señalar que en las simulaciones realizadas en las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda, se estableció que el 23 por ciento de los hogares de la Región Metropolitana quedará exento de este cobro y que el 69 por ciento de los propietarios pagará menos de 600 pesos al mes.


Por último, manifiesto la buena disposición del Ejecutivo para estudiar la indicación del diputado señor Alvarado, en el entendido de que el criterio de asignación será siempre entre las empresas que cumplan con los requisitos.


Agradezco la participación de los señores parlamentarios en la discusión de la iniciativa, y reitero nuestra disposición a perfeccionar el proyecto de ley con las ideas vertidas en esta oportunidad.


He dicho.


El señor MONTES (Presidente 
accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Pablo Letelier.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, la inversión en colectores de aguas lluvias es una necesidad para casi todos nosotros. 


También hay consenso en que debe haber un enfoque regional y de ciudad para abordar la inversión de los colectores de aguas lluvias.


Sin perjuicio de lo anterior, tenemos algunas discrepancias conceptuales respecto de las aguas lluvias.


En democracia, cuando hay un debate de tanta importancia es mejor darse el tiempo necesario para hacer las cosas bien y así no tener que lamentar mañana el hecho de no haber conversado lo suficiente sobre algo tan trascendental.


El concepto “usuarios de aguas lluvias” me parece una construcción intelectual extraordinaria, digna de expertos en economía y de quienes quieren llegar al extremo en la privatización de un bien nacional de uso público, o más bien de la humanidad, como es la lluvia. Llegar a conceptualizarnos como “usuarios de aguas lluvias”, me parece una creación intelectual, a lo menos, discutible. 


El hecho de consumir electricidad y agua potable, sin duda nos transforma en usuarios. Pero no quiero ser usuario de aguas lluvias. Por ende, se llega al absurdo de que se me hace usuario de algo que no quiero usar. Y esto, al menos en términos intelectuales, entra en una evidente contradicción con la Constitución Política de la República, porque como ésta consagra la libertad económica y el derecho sagrado de propiedad, no pueden obligarme a ser usuario de algo que no quiero usar. 


Por lo tanto, estamos frente a un tremendo error conceptual sobre las aguas lluvias. 


¿Por qué se hace esta creación, esta entelequia? Porque algunos tienen la profunda convicción de que se trata de un bien privado, mientras que otros tenemos la profunda convicción de que se trata de un bien público.


A mi juicio, no podemos obviar el debate sobre la materia, porque necesitamos financiar una inversión. La discusión no es si se financia o no la inversión.


Por cierto, si los privados están dispuestos a invertir, habrá que generar los mecanismos. Fuentes de la Cámara de la Construcción estiman que la construcción de colectores de aguas lluvias demandará una inversión de 1.800 millones de dólares y que muchos están dispuestos a invertir en esas obras, siempre que se les asegure el retorno de su inversión. Eso es parte de otro debate.


Lo que no puede ocurrir es confundir un bien público, que tiene que ver con el desarrollo de la calidad de vida de las ciudades y que, sin duda, debe abordarse en cada región de manera independiente.


Este error conceptual no se ha subsanado en el debate de la Cámara; peor aún, se ha confundido más. Con el fin de resolver el problema del financiamiento de los colectores de aguas lluvias, la propuesta de la Comisión mantiene la confusión y ambigüedad respecto de si las aguas lluvias son un bien público o un bien privado, ya que se destinarán recursos públicos a favor de algunas personas, lo que significa que éste es un bien público, mientras que otros deberán pagarlo de su bolsillo, lo que lo convierte en un bien privado. A eso se sobrepone una lógica de financiamiento que tiene serias dificultades.


Pediré votación separada respecto de las definiciones, porque estoy convencido de que las aguas lluvias constituyen un bien público, por lo cual creo que habría que repensar su financiamiento.


Por momentos, el proyecto resulta tremendamente regresivo. En la avenida 
Grecia, de Ñuñoa, comuna del distrito que representan la diputada señora Marcela 
Cubillos y el diputado Jorge Burgos, los blocks de la Villa Olímpica y otros del sector, construidos en la década del 60, tienen cuatro pisos. Sus propietrios van a pagar, proporcionalmente, mucho más que quienes poseen un departamento de 150 metros cuadrados en un edificio de diez pisos en la comuna de Providencia. 


Aquí se ha hecho una entelequia de que además de ser usuario de aguas lluvias, uno produce aguas lluvias, por la escorrentía superficial, lo que me parece una creación intelectual, por decir lo menos, curiosa, respecto de algo que tiene que ver con el financiamiento de una obra que todos queremos para la ciudad.


Entonces, se da el caso de que las personas que viven en las Torres de Tajamar van a pagar proporcionalmente menos que las que viven en la Villa Olímpica, a pesar de que sus departamentos tienen más superficie y mayor avalúo fiscal.


Adicionalmente, tengo una inquietud respecto de cómo conceptualizar este esfuerzo práctico. Quiero saber si la Cámara de Diputados, al aprobar la iniciativa, dará la señal de que si un usuario no paga los 600 pesos mensuales por la escorrentía que se le ha imputado por ser un usuario involuntario de aguas lluvias, se le va a cortar el suministro del vital elemento. Es decir, si pagamos el consumo de agua potable, el alcantarillado, la evacuación de aguas servidas y su tratamiento, pero no pagamos por la escorrentía de las aguas lluvias, de acuerdo con lo que señala el proyecto de manera implícita, nos pueden cortar el agua.


Debiéramos reflexionar un poco más al respecto. No quiero atribuir esta entelequia a los ministros de Obras Públicas ni de Vivienda; no quiero pensar que ellos tienen esta concepción, sino que -y me atribuyo la exclusiva responsabilidad de lo que voy a decir- Hacienda ha querido resolver el tema del financiamiento de una forma inadecuada.


Se dice que el problema de no poder cobrar esto como un impuesto regional, a través de contribuciones, se debe a que el 70 por ciento de la población está exenta de ellas. Si ése fuera el problema, prefiero aumentar la cantidad de gente que paga contribuciones para recaudar los fondos a través de un impuesto regional; pero, entendiendo que es una inversión no sólo de la actual generación, como dijo el diputado Montes, sino que de muchas que vendrán, debemos proyectar, como sociedad una recaudación 50 ó 60 años más, pues los plazos de inversión no tienen por qué ser similares a los de recuperación de los dineros.


Estimo que el concepto respecto de cómo se quiere recaudar es inadecuado. Las viviendas que están en el límite de las 150 unidades de fomento no son las del Serviu, pues ninguna de las que se han construido en los últimos quince años tiene un avalúo fiscal menor que ese monto. Y, socialmente hablando, es absolutamente regresivo hacer que esas familias paguen esa inversión, ya que otros segmentos de la sociedad, de sectores medios y medios altos, pueden contribuir a mejorar la calidad de las ciudades. Creo que hay una visión poco feliz de cómo se quiere hacer.


Termino señalando que comparto la necesidad de que se haga la inversión en colectores de aguas lluvia, que es importante que sea regional, pero habría que buscar otros sistemas de financiamiento, porque el que figura en el proyecto no hace más que reflejar un error conceptual de que queremos privatizar un bien público y una responsabilidad que es de la sociedad y no de las personas individualmente consideradas.


He dicho.


El señor MONTES (Presidente 
accidental).- Dado que aún restan seis diputados inscritos para hacer uso de la palabra y que la votación del proyecto debe realizarse a las 14 horas, propongo a la Sala dar cuatro minutos a cada uno de ellos para luego cerrar el debate y votarlo. ¿Habría acuerdo para ello?

Acordado.

Tiene la palabra el diputado Guillermo Ceroni.


El señor CERONI.- Señor Presidente, estudiamos y analizamos el proyecto en forma muy detenida en la Comisión. Después de escuchar muchas opiniones, elaboramos un buen texto para la gente, porque no hay duda de que estamos ante un grave problema, ya que casi siempre los más afectados por las aguas lluvias son los sectores más pobres de las grandes ciudades. Todos los años vemos que los sectores más modestos de Santiago, los que han adquirido sus casas con gran esfuerzo, son los más afectados por las inundaciones, debido a que no contamos con colectores de aguas lluvias.


El proyecto es muy bueno porque beneficia a la gente; pero el tema es cómo financiar las obras. Muchos plantearon en la Comisión que se hiciera con cargo al Presupuesto, pero eso significaría una tremenda injusticia con las regiones, que están cansadas de financiar las gigantescas inversiones que se hacen en las grandes ciudades, como en Santiago. 


Me parece bien lo que dijo el Presidente Lagos, quien afirmó que, para ser más justos, cada ciudad debía costear sus inversiones. 


Sin embargo, no se trata sólo de eso, dado que hay otras prioridades que necesitamos atender con el Presupuesto, pues invertir dineros tan cuantiosos en esos colectores significa dejar a un lado necesidades tan importantes como la reforma a la salud o la solución al urgente tema de los pensionados.

Por lo tanto, la medida propuesta es la que conviene: los ciudadanos que recibirán el beneficio deben pagar en parte las obras correspondientes. 


En la Comisión nos preocupamos de que quienes tienen menos recursos no sean mayormente afectados. Los estudios demuestran -y ya lo dijo el ministro- que, en el caso de la Región Metropolitana, habrá un 23 por ciento de hogares exentos de pagar lo referente a los colectores, mientras que el 69 por ciento pagará menos de 600 pesos al mes. ¿Cuándo pagarán? Cuando las obras se encuentren en funcionamiento, o sea, en Santiago, podemos pensar en los años 2009 ó 2110. Todos esperamos y confiamos en que, en esa fecha, nuestro país tendrá un ingreso per cápita mucho más alto y cantidades como las señaladas no significarán un problema para ningún sector.


Creo que hemos dado una solución justa y adecuada a un problema que afecta a las personas de más escasos recursos.


Los análisis técnicos ya se explicaron. Éste es un muy buen proyecto para solucionar un problema urgente, especialmente en las grandes ciudades. Por eso, lo aprobaremos.


He dicho. 


El señor MONTES (Presidente 
accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Javier Hernández.


El señor HERNÁNDEZ.- Señor Presidente, no cabe la menor duda de que se deben realizar las obras que menciona el proyecto, pues el problema de las aguas lluvias merece una solución rápida en todo Chile.


Pero la iniciativa que se nos presenta carece de ingenio y pretende solucionar todo, hacer todo rápido, de una sola vez, antes de que termine el período de este Gobierno, y para ello se echa la mano al bolsillo de todos los chilenos.


Éste es justamente el tipo de iniciativas en que los ministros piden a gritos que las votemos en contra, porque el procedimiento es injusto. Se quiere aplicar el sistema de concesiones a todo tipo de obras, pero, claramente, la que hoy se nos propone debe ser enfrentada por el Estado. No es posible pagar por el uso de algo que no se quiere. 


Además, al revisar el proyecto, uno queda con la sensación de que es centralista, porque soluciona especialmente el problema de las aguas lluvias en Santiago con un 
costo de alrededor de 600 millones de dólares. En la discusión anterior, el Estado se comprometió a incorporar 200 millones de dólares, con lo cual el monto queda en 400 millones de dólares.


Si hacemos una elemental división, de acuerdo con la cantidad de habitantes de Santiago -seis millones-, se pagará alrededor de 70 dólares por persona. En cambio, en el caso específico de la provincia de Osorno, deberemos pagar en total 40 millones de dólares, los cuales, divididos por los habitantes de la zona, nos significará pagar 240 dólares per cápita. Eso es centralista.


Pido a los diputados presentes en la Sala que realicen ese ejercicio: cuánto les corresponderá invertir en colectores de aguas lluvias en su ciudad. Si hacen la división por la cantidad de habitantes, se llevarán más de alguna sorpresa. ¿Por qué se produce esta distorsión? Porque las inversiones en la Región Metropolitana se adelantaron. Entonces, están obligando al resto de las regiones, en el caso específico de la provincia de Osorno, a pagar 240 dólares per cápita versus 70 dólares en Santiago.


Esto lo encuentro tremendamente injusto. Por eso, insisto en que los señores ministros me están pidiendo a gritos que vote en contra de este proyecto. No es posible que vengan al Congreso Nacional a solicitar al parlamentario de la provincia de Osorno que vote en contra. No es posible que los ciudadanos de Osorno paguen 240 dólares versus 70 dólares que pagan los habitantes de la Región Metropolitana.


Invito a todos los parlamentarios de regiones a que hagan el cálculo, porque se pueden llevar más de alguna sorpresa, ya que la gente de regiones deberá pagar más por estas obras que la de la Región Metropolitana.


Se dice que en la Región Metropolitana alrededor del 23 por ciento de los hogares no pagará por tales obras. Quiero saber, con la misma acuciosidad que hicieron los cálculos para dicha región, ¿cuál es el porcentaje que no pagará en la provincia de Osorno y en el resto de las regiones?


Por último, comparto lo expresado por los diputados señores Cristián Leay, Carlos Montes y Juan Pablo Letelier, en cuanto a que ésta es la típica inversión que debe realizar el Estado de Chile.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, más allá de las observaciones que se le puedan hacer, el proyecto pretende subsanar una necesidad urgente, vital, en muchas regiones del país: controlar las aguas lluvia, demanda ciudadana ampliamente alegada por quienes han sufrido sus consecuencias.


El informe del Gobierno demuestra que sólo en junio de 2002 este problema provocó nueve muertes, 50 mil damnificados y 32 millones de dólares en daños. El número de inundaciones en 1984, 1986, 1987, 1991, 1993, 1994, 1997, 2000 y 2002 señalan claramente que no podemos seguir en una actitud contemplativa y, por lo tanto, hay que accionar, pues los costos son elevadísimos. Todos los estudios, tanto del gobierno como del Instituto Libertad y Desarrollo, señalan costos por ausentismo laboral y por daño a las personas, superiores a los 250 millones de dólares. Por lo tanto, no hay debate sobre la necesidad urgente de hacer estas inversiones, porque la gente las está pidiendo. Esperamos que no sólo se hagan en la Región Metropolitana.


Hay preocupaciones al respecto que no se saldan con este debate. La gente no quiere ver sólo debatir y debatir, sino acciones concretas.


Existen temas que debemos abordar en el trámite de este proyecto, como el de las tarifas. Desafío a que algún señor diputado comprenda la fórmula de fijación de tarifas, que es tan compleja como una ecuación china. Sin embargo, espero que no se repita la situación del agua potable, en la cual los informes técnicos periciales sólo pueden ser conocidos una vez fijada la tarifa, es decir, se decide de manera secreta. Ésa es la respuesta que nos dio el superintendente de servicios sanitarios. Nos dijo que después de haber fijado el precio tendríamos acceso al informe pericial que lo determinó.


Creo que tanto en el manejo de obras públicas como en el de concesiones debe haber una normativa que permita mayor participación de la ciudadanía, mayor transparencia, lo cual no veo del todo reflejado en el proyecto.


Con respecto a la participación en provincia, los gobiernos regionales tendrán sesenta días para pronunciarse sobre el plan de inversiones y el programa de ejecución de las obras, y para efectuar una audiencia pública. Creo que debemos afinar estos mecanismos para determinar, por ejemplo, si la audiencia pública será sólo de carácter consultivo y no vinculante. En tal caso, el regionalismo se debilitará. Hubiera preferido que las regiones tuvieran un rol mucho más fuerte y que sus decisiones fuesen consideradas. Definir el carácter de la audiencia pública, a través de la cual el gobierno regional consultará a los ciudadanos, permitirá terminar con el centralismo intrarregional. Si la consulta ciudadana se hace sólo en Concepción y no se considera la opinión de los habitantes de Hualqui, de Coronel o de otras zonas más extremas y rurales, estaremos en presencia de un centralismo intrarregional. Se requiere praxis y confío en la voluntad que el Gobierno ha manifestado. No hemos avanzado más en el proyecto, pero queda un debate pendiente.


Respecto de la concentración económica, la bancada del Partido Socialista ha planteado sus inquietudes al ministro Etcheberry sobre la condición que hoy tienen las empresas sanitarias. El consorcio Thames 
Water sigue creciendo en el país y concentrando a las empresas sanitarias. Este fenómeno no sólo ocurre respecto de los bancos, del sistema financiero, de las AFP, de los supermercados o de las farmacias. ¿Cómo regulamos que quienes administren los sistemas de evacuación de aguas lluvias no concentren esta actividad -agua potable, aguas servidas- a fin de impedir que se cometan abusos en la fijación de tarifas? El problema de la concentración debe ser regulado. Es cierto que existe una Comisión Resolutiva Antimonopolio; pero me hubiera gustado establecer condiciones de regulación en torno a quienes serán los propietarios de la administración de los sistemas de evacuación de aguas lluvias.


Respecto de qué se financiará, quiero recordar a los diputados que representan a zonas rurales que hace algunos años rebajamos los planes maestros de ciudades de 100 mil habitantes a ciudades de 50 mil habitantes a fin de permitir la inversión. Pero hay que diferenciar respecto de las zonas donde el 80 por ciento del terreno lo constituyen cerros, como es el caso de Penco y Tomé, en el distrito que represento, donde las necesidades no sólo deben estar determinadas por un estudio técnico-económico, sino también por un estudio técnico-social.


Anuncio el voto favorable de mi bancada, con las observaciones planteadas, y confiamos en que pronto solucionaremos este problema, ya que así lo demanda la ciudadanía.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Patricio Hales.


El señor HALES.- Señor Presidente, votaré a favor el proyecto, primero, porque las cifras dadas por el Gobierno a las consultas que le hemos hecho indican que el 70 por ciento de la población de la Región Metropolitana pagará alrededor de 600 pesos por la evacuación de aguas lluvias. Entiendo que es así y le creo a los ministros.


Segundo, votaré a favor porque alrededor del 23 ó 24 por ciento de los habitantes de la Región Metropolitana quedará exento del pago del servicio. Así me lo confirman en este instante los ministros presentes en la Sala, dos secretarios de Estado de probada honorabilidad, seriedad y rigor técnico.


Tercero, votaré a favor el proyecto porque el drama de las aguas lluvias castiga brutalmente a la gente. Si el problema se va a resolver sobre la base de un estudio social previo, me parece bien.


El gran cambio que ha tenido el proyecto, que nos invita a votarlo a favor, es que ya no plantea la vieja idea de un plan maestro, porque no es posible realizarlo de una sola vez. Ahora, en cambio, se habla de un plan de inversiones que estudia el Mideplan 
-propuesto por el Ministerio de Obras Públicas-, considerando la rentabilidad social. O sea, al final se tendrá que cumplir lo que hemos dicho: Chile es un país cuyo nivel de desarrollo no le permite resolver todos los problemas ocasionados por las aguas lluvia. Pero tiene que resolver el problema de las que inundan las casas. Si nos mojamos los tobillos al cruzar la calle, es parte del insuficiente desarrollo que tenemos. Pero lo que se estableció en el proyecto nos permite tranquilizar a la gente más pobre.


Por otra parte, se establece un subsidio que no es todo lo que me gustaría. Coincido con el diputado señor Leay en el sentido de que 150 unidades de fomento de avalúo del inmueble es un límite muy bajo. Todos los diputados estamos de acuerdo en otorgarlo. Primero se dijo que servía igual al del agua potable, por lo tanto, el que recibe ese subsidio, también se hace acreedor al de aguas lluvias. Se dijo también que quedarán exentos los propietarios de viviendas de un valor inferior a 150 UF. ¿No estaremos hablando entonces de las mismas personas? O sea, no son dos subsidios, porque los que tienen un avalúo de su propiedad inferior a 150 UF, a lo mejor son los mismos que tienen el subsidio del agua potable. Entonces, no tiene mucha gracia ese agregado.


Actualmente, en Antofagasta, Concepción, Valparaíso y Santiago hay una gran cantidad de viviendas sociales cuyo valor comercial es de 500, 600 ó 700 UF, lo que les da un avalúo fiscal de alrededor de 200, 250 ó 300 UF, pero no 150. Por consiguiente, esa parte me parece insuficiente.


Sin embargo, sumando y restando noto que el 70 por ciento de las personas de la región más importante de Chile pagará menos de seiscientos pesos, lo cual me da la tranquilidad suficiente para votar a favor del proyecto.


Esto no se va a aplicar golpe. Primero, si el proyecto tiene más beneficios que costos, lo aprobará el Mideplán.


Perdí mi propuesta para que esta materia fuera vinculante con los gobiernos regionales, los que, cuando esta materia se aplique, sólo van a ser consultados.


Por el hecho de pasar por todos estos cedazos, la ciudadanía debe estar tranquila. Dentro de algunos años se comenzará a aplicar esta materia, por lo que antes de cuatro o cinco años no habrá ninguno de estos cobros que, como se dijo, será de menos de seiscientos pesos.


Por lo tanto, invito a los colegas a votar a favor el proyecto y a fiscalizar el cumplimiento de todo lo que hemos exigido.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Cerrado el debate.


En votación el proyecto.


El señor LETELIER (don Felipe).- 
Pido la palabra.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Señor diputado, se limitó el tiempo a cuatro minutos y, desgraciadamente, ya está cerrado el debate.


Tenemos que proceder a la votación.


Por no haber sido objeto de indicaciones los numerales 1, 5 y 6 del artículo 1º y el artículo transitorio se darán por aprobados.


En votación el numeral 2 del artículo 1º, con las indicaciones de la Comisión de Hacienda.


(Durante la votación)


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, ¿la indicación es todo el numeral?


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Las indicaciones al numeral 2, inciso tercero, son para eliminar las palabras “de la cuenca hidrográfica” y la segunda es para agregar en el inciso tercero, después de la palabra “quedando”, la siguiente frase: “y que tengan la calidad de usuario de los sistemas de abastecimiento de agua potable”.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 83 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 4 abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- Aprobadas.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Delmastro, Díaz, Egaña, Encina, Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René 
Manuel), García-Huidobro, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, 
Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Kast, Longton, Longueira, Luksic, 
Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Molina, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Sánchez, Seguel, Sepúlveda 
(doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Venegas, Vilches, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Hernández, Leay, Letelier (don Juan 
Pablo) y Rojas.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En votación el inciso decimocuarto del numeral 2 que, por ser materia de ley orgánica constitucional, requiere para su aprobación el voto afirmativo de 65 señoras diputadas y señores diputados en ejercicio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 73 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 15 abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Delmastro, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Forni, Galilea (don Pablo), García (don 
René Manuel), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Jaramillo, 
Longton, Longueira, Luksic, Masferrer, 
Melero, Mella (doña María Eugenia), 
Molina, Montes, Muñoz (don Pedro), 
Muñoz (doña Adriana), Navarro, 
Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don 
Aníbal), Pérez (doña Lily), Quintana, 
Recondo, Riveros, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá 
(doña Carolina), Tuma, Uriarte, Valenzuela, Vargas, Vilches, Von Mühlenbrock y 
Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Cubillos (doña Marcela), Díaz, García-Huidobro, Hernández, Ibáñez (don 
Gonzalo), Kast, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Moreira, Paya, Pérez (don Víctor), Prieto, Rojas, Ulloa y Urrutia.

El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En votación el inciso decimoquinto del nnumeral 2, con la indicación de la Comi-



sión de Hacienda que, por ser materia de ley orgánica constitucional, requiere para su aprobación el voto afirmativo de 65 señoras diputadas y señores diputados en ejercicio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 73 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 16 abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Delmastro, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Forni, Galilea (don Pablo), García (don 
René Manuel), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Jaramillo, Leal, Longton, Longueira, Luksic, Masferrer, 
Melero, Mella (doña María Eugenia), 
Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Quintana, Recondo, Riveros, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, 
Uriarte, Valenzuela, Vargas, Vilches, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Cubillos (doña Marcela), Díaz, García-Huidobro, Hernández, Ibáñez (don 
Gonzalo), Kast, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Molina, Moreira, Paya, Pérez (don Víctor), Prieto, Rojas, Ulloa y Urrutia.



El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En votación el inciso octavo del numeral 2 del artículo 1º, con la indicación de la Comisión de Hacienda.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 79 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3 abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Delmastro, Díaz, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, 
Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García-Huidobro, 
González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Ibáñez (don Gonzalo), 
Jaramillo, Kast, Leal, Longueira, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Molina, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vilches, Von 
Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Hernández, Leay y Rojas.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En votación el resto del número 2 del artículo 1º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 80 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 5 abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Delmastro, Díaz, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René 
Manuel), García-Huidobro, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, 
Hidalgo, Jaramillo, Kast, Leal, Longueira, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Molina, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, 
Paredes, Pérez (don José), Pérez (don 
Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Sánchez, Seguel, Sepúlveda 
(doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vilches, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Leay, Letelier (don Juan Pablo) y Paya.

El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En votación el numeral 3 del artículo 1º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 78 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3 abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Burgos, Bustos, 
Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Delmastro, Díaz, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Galilea (don Pablo), García (don René 
Manuel), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Kast, Leal, Longueira, Luksic, Masferrer, Melero, Molina, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, 
Riveros, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Sánchez, Seguel, 
Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vilches, Von 
Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Leay, Letelier (don Juan Pablo) y Paya.

El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En votación el número 4 del artículo 1º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 82 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- Aprobado.



-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Delmastro, Díaz, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Forni, Galilea (don Pablo), García (don 
René Manuel), García-Huidobro, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Kast, Leal, Leay, Longueira, Luksic, 
Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Molina, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), 
Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, 
Recondo, Riveros, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Vilches, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votó por la negativa el diputado señor Letelier (don Juan Pablo).


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En votación el artículo 2º del proyecto.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 79 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 3 abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- Aprobado.


Despachado el proyecto.



-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, 
Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, 
Barros, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don 
Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, 
González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Kast, Leal, Luksic, Martínez, Mella (doña María Eugenia), Molina, Montes, Mora Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, 
Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Vargas, Vilches, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Hernández, Leay y Letelier (don Juan Pablo).

El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el ministro Etcheberry.


El señor ETCHEBERRY (ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, agradezco el serio trabajo realizado por todos los miembros de la Cámara, tanto en las comisiones como en la Sala, lo cual nos obliga, como Ministerio de Obras Públicas, a lograr una buena solución para la evacuación y drenaje de las aguas lluvias, a fin de que no se sigan anegando las ciudades.


Muchas gracias.


CAMBIO DE HORA DE INICIO DE SESIÓN ESPECIAL. Acuerdo de los Comités.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Debo informar a los señores diputados que los Comités acordaron postergar el inicio de la sesión de Sala de la tarde, en la cual se tratará el tema del envío de tropas chilenas a Haití, de 16.00 a 17.00 horas.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

REBAJA DE IMPUESTO AL GAS PARA 
AUTOMÓVILES. (Votación).


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 364. 


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 34 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, hubo varios diputados que no pudieron emitir su voto. Por tanto, pido repetir la votación.


El Señor LEAL (Vicepresidente) ¿Habría acuerdo para repetir la votación?


Acordado.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).-Aprobado.



-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Bauer, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, González (don Rodrigo), Jaramillo, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longueira, Melero, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don Aníbal), Quintana, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, 
Sánchez, Soto (doña Laura), Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Valenzuela y Vilches.

ANTECEDENTES SOBRE NUEVAS DESCARGAS DE AGUAS SERVIDAS EN PLAYAS DE VALPARAÍSO.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 365, de los diputados señores Accorsi, Leal y de las diputadas señoras Muñoz, doña Adriana y Saa, doña María Antonieta.


“Considerando:


Que en la noche del 2 de diciembre de 2003 se realizó el vertimiento de cerca de un millón de litros de aguas servidas directamente al mar en la playa San Mateo de la Quinta Región de Valparaíso, afectando directamente a esta playa, al sector del paseo Rubén Darío y a la playa Las Torpederas.


Que esta masiva descarga de desechos se produjo en forma intencional, previa autorización o, al menos, con la coordinación del intendente (s) de la región, don Iván de la Maza, por la empresa Esval S.A., a petición del Ministerio de Obras Públicas, para facilitar la construcción del camino La Pólvora, obra a cargo de este ministerio. En el marco de estas obras, durante la noche, se procedió a romper el colector de aguas servidas que evacua los desechos orgánicos humanos y químicos provenientes de la ciudad de Valparaíso, luego de lo cual se produjo la descarga de líquidos y materiales altamente contaminantes y tóxicos directamente a la playa y al borde costero.


Que la acción descrita no fue notificada ni informada con antelación por ningún medio a los pescadores artesanales de la zona, ni a los usuarios y concesionarios de las playas, ni tampoco a la población en general. Luego de conocidos los hechos se generó alarma pública en la población, lo que quedó demostrado a través de la gran cobertura desplegada por los medios de comunicación y la serie de acciones judiciales interpuestas a partir de este incidente.


Que, como producto de esta acción, el director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio dictó la resolución exenta N° 3765, en la que decretó ‘la prohibición tanto de la extracción de mariscos como del baño o de todo contacto directo de personas con las aguas de mar existentes en el sector comprendido entre las playas San Mateo y Las Torpederas, pertenecientes a la comuna de Valparaíso’.


Que Valparaíso es uno de los puertos más importantes en Chile, tanto desde el punto de vista comercial como turístico, además de haber sido recientemente declarado Patrimonio Cultural de la Humanidad por la Unesco, y de que la pesca en sus aguas es una importante fuente laboral para los pescadores artesanales. 


Que, además, las playas que recibieron estas descargas son un importante foco turístico y reciben habitualmente a miles de personas que se bañan en el mar, exponiéndose así todas ellas a los efectos de la eventual contaminación provocada por este tipo de hechos.


Que versiones de prensa atribuyeron al intendente titular de Valparaíso, don Luis Guastavino, haber declarado que, a partir de marzo, se realizarían cuatro nuevas descargas de aguas servidas en la bahía, similares a las realizadas el 2 de diciembre de 2003.


Que este tipo de acciones pueden amenazar las garantías constitucionales establecidas en el artículo 19, N°s 1°, 8° y 21° de la Constitución Política de la República, que consagran, respectivamente, ‘el derecho a la integridad física de las personas’; ‘el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y el deber del Estado de velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza’, y ‘el derecho a efectuar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional’, especialmente por parte de los concesionarios y usuarios de las playas afectadas y de la gran cantidad de pescadores artesanales que faenan en la zona.


Por lo tanto, la Cámara de Diputados acuerda:

1.
Solicitar al Intendente de la Quinta Región de Valparaíso que confirme o desmienta si se efectuarán nuevas descargas de aguas servidas en las playas de Valparaíso, en relación con la construcción del camino La Pólvora, e informe a esta Corporación cuáles son las medidas que se adoptarán para evitar efectos negativos en la salud humana y en el medio ambiente, en caso de que se realicen tales nuevas descargas.

2.
Solicitar al ministro de Obras Públicas que informe si se han programado nuevas descargas de aguas servidas en Valparaíso, en relación con la construcción del camino La Pólvora.
3.
Solicitar al ministro de Salud y a la ministra de Defensa Nacional que se sirvan instruir al director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio y al director general del Territorio Marítimo y Marina Mercante (Directemar), respectivamente, para que informen si han recibido alguna solicitud de autorización de vertimiento de aguas servidas en la zona de Valparaíso, en relación con la construcción del camino La Pólvora.”

El señor LEAL (Vicepresidente).-
Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señor Presidente, según antecedentes que posee la Comisión de Salud existe la posibilidad de que nuevamente se produzca un vertimiento de aguas servidas al mar. Es muy importante tener la información en forma anticipada respecto de cuáles serán los pasos que se darán, ya que la vez pasada el hecho constituyó alarma pública y el intendente subrogante debió dar explicaciones en esta Sala.


Es importante que las autoridades que informen con antelación de estos hechos para dar a conocer a la población los problemas que se pueden presentar.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).-
Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es necesario que la ciudadanía cuente con la debida información a fin de tener un conocimiento claro respecto de los procesos de toma de decisiones en todo lo que pueda generar algún impacto ambiental.


Los problemas suscitados en la zona, que culminaron con una acusación constitucional, demuestran que los procedimientos de toma de decisiones y en particular el establecimiento de las responsabilidades técnicas, administrativas y políticas, deben ser claras para la ciudadanía. Cada servicio o ministerio que tome decisiones frente a hechos que provocan impacto ambiental debe determinar a priori el grado de responsabilidad y de difusión de la medida, ya que de no ser aslí ello produce desconfianza entre la población. Por lo tanto, es necesaria la información sobre decisiones medioambientales que tengan o no que ver con la costa, con descarga de aguas servidas, para todos los habitantes del país. Por eso, el proyecto de acuerdo debiera contar con la aprobación de la mayoría de la Sala. Es sano, necesario y deseable que la autoridad pueda informar, desde el intendente regional, en este caso, hasta los directores de servicio involucrados tanto en el Ministerio de Obras Públicas como en el servicio de salud respectivo. Por tanto, pido el apoyo de la Sala para este proyecto. 


Aprovecho la ocasión para destacar la eficiencia del personal de la Dirección General del Territorio Marítimo, Directemar, institución que ha demostrado una permanente preocupación. La hemos conocido en la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente y no tenemos ninguna duda respecto de la vocación de servicio y, particularmente, de las capacidades de los funcionarios de esa dirección. 


Como quedó claro, en la decisión anterior ella no tuvo participación. Sin embargo, nos interesa la información respecto de nuevas autorizaciones o solicitudes de vertimiento que pudieran haberse realizado en las últimas semanas, en el caso de la Quinta Región.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 12 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
No hay quórum. Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 10 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
No hay quórum. Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 5 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Queda pendiente la votación de este proyecto para la próxima sesión.

VII. INCIDENTES

ALCANCE SOBRE PROYECTO QUE REGULA SISTEMAS DE EVACUACIÓN DE AGUAS LLUVIAS. Oficios.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En Incidentes, el primer turno le corresponde al Comité del Partido por la Democracia.


Tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.


El señor LETELIER (don Felipe).- 
Señor Presidente, no obstante estar inscrito para intervenir durante la discusión del proyecto que regula sistemas de evacuación de aguas lluvias, no se me permitió hacerlo. Por lo tanto, lo haré ahora, en Incidentes.


Hay que practicar la democracia, especialmente aquí, en su cuna.


Ciertamente, guardamos recuerdos lamentables de las inundaciones que han afectado al gran Santiago y a otras ciudades del país, pero la responsabilidad de esas catástrofes no corresponde sólo a las aguas lluvias, sino también a la construcción. Por eso me interesaba intervenir cuando se encontraban presentes el ministro de Vivienda y Urbanismo y el de Obras Públicas.


Todos somos testigos de las inundaciones que nos afectan cada año en gran parte del país, especialmente de lo que ocurre en los pasos bajo nivel. Por ello, la autoridad del ramo debe entender que no es posible seguir construyendo en humedales, vegas y bajos y después echarle la culpa a medio mundo.


Asimismo, el Servicio Agrícola y Ganadero debe terminar con la irresponsabilidad que significa autorizar el cambio de uso de suelo para que se construyan poblaciones en terrenos eminentemente agrícolas, como los mencionados. Por su parte, los profesionales en construcción de viviendas también tienen responsabilidad en estos hechos, la que deben asumir.


Es cierto que se debe resolver el problema de las aguas lluvias, pero no es menos cierto que no se debe seguir construyendo en vegas, humedales y bajos, por donde ayer corrían riachuelos, esteros y canales.


Es decir, no hay sólo un responsable de esta situación.


Insisto: tenemos recuerdos tristes de lo que sucede con las inundaciones, pero igualmente triste será que las provincias sigan financiando el tremendo poblamiento de Santiago, ciudad que zozobró hace rato y que no sólo tiene problemas con la inseguridad ciudadana.


Quienes habitamos en regiones y provincias no estamos dispuestos a seguir financiando el crecimiento desproporcionado, anárquico, desordenado de esa ciudad. Más encima, ahora le vamos a meter plata de todos los chilenos.


Por otra parte, después de la aprobación del proyecto que permitió enajenar la mayoría de las acciones que el Estado poseía en las empresas sanitarias, muchos quedamos preocupados. No vaya a ser cosa que detrás de esto haya un tremendo negocio para las empresas que compraron esas acciones, mayoritariamente extranjeras, que no dudan un minuto en cobrar indebidamente más, especialmente a los más pobres.


Estoy preocupado, porque temo que suceda lo mismo que pasó con la privatización de las empresas sanitarias, las cuales a familias modestas que pagaban cinco mil pesos por el agua potable hoy les están cobrando cerca de veinte mil pesos. Eso sucede porque se le ha sumado el cobro del tratamiento de las aguas servidas en un planta que incluso se puede encontrar a más de cien kilómetros de su comuna.


Eso no es posible. No se puede legislar para afectar a los más pobres, a quienes no pueden pagar. No es posible que empresas transnacionales, como la que se acaba de hacer cargo de Essbío, cobre el doble de lo que se pagaba. Y esos dinero ni siquiera queden en Chile, ya que van a parar al extranjero.


Quienes representamos al pueblo no podemos aceptar que a causa de las inundaciones, de los dramas que han vivido las grandes ciudades, como Santiago, se apruebe una ley para que mañana se hagan grandes negocios. Además, de alguna forma, esas empresas le cobrarán al 23 por ciento de las viviendas que se dice quedarán exentas del pago.


Quise intervenir para llamar la atención sobre estos temas y porque no estoy dispuesto a que la gente que vive en las comunas rurales y que todavía no cuenta con agua potable, tenga que seguir pagando el crecimiento anárquico, desordenado y sobresaturado de Santiago. Aquí, una vez más, se hace presente el centralismo, que no estamos dispuestos a tolerar. Los habitantes de la Región Metropolitana que tienen más recursos, obviamente tienen que pagar más, y no así las personas pobres que viven en regiones.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Ha terminado su tiempo, señor diputado.


El señor LETELIER (don Felipe).- 
Señor Presidente, el diputado señor Jaramillo me ha cedido parte de su tiempo.

Estamos muy preocupados porque se ha legislado en forma muy apresurada en esta materia; esperamos que el honorable Senado introduzca al proyecto las modificaciones que correspondan.


Por lo tanto, solicito que se oficie a los ministros de la Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas que estuvieron presentes en la sesión -les fue muy bien, porque la Corporación fue muy condescendiente y aprobó el proyecto prácticamente en forma unánime-, a fin de remitirles copia de mi intervención. Lo hago pensando en las provincias, en los pobres, en que no se pueden seguir haciendo grandes negocios, como los que ocurre con las sanitarias. En ello todos somos cómplices porque creímos el cuento que nos contaron: que íbamos a tener un mejor servicio a menor precio. Pero eso no ha ocurrido. No hay peor cosa que nos engañemos a nosotros mismos, pues, al hacerlo, también engañamos a quienes representamos.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando copia de su intervención.

DISCRIMINACIÓN EN APLICACIÓN DE PROGRAMA “ORÍGENES”. Oficios.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, después de escuchar las vibrantes palabras de crítica constructiva pronunciadas por el diputado señor Felipe Letelier, relacionadas con el proyecto que regula los sistemas de evacuación de aguas lluvia, me referiré a un tema distinto.


Próximamente, una comisión del Banco Interamericano de Desarrollo visitará nuestro país para reunirse con ejecutivos del programa “Orígenes”. Me imagino que durante esa visita se evaluarán los proyectos de las comunidades favorecidas con ese programa, que se puso en marcha hace ya un par de años en distintas regiones que cuentan con importantes comunidades indígenas, muchas de las cuales se ubican en comunas que represento, tales como Panguipulli, Los Lagos, Río Bueno, Lago Ranco, Futrono, La Unión. Todas ellas están expectantes ante la posibilidad de que el programa las favorezca. Hoy, lamentablemente, sólo un pequeño grupo de comunidades recibe sus beneficios.


También debo decir que hay mucha disconformidad debido a las diferencias que se han establecido entre las distintas comunidades, lo que ha provocado, en algunos casos, enemistades, hecho que es muy grave. Incluso, hemos tenido que lamentar muertes en San Juan de la Costa, comuna de la Décima Región. Cuando una comunidad es favorecida, inmediatamente a su vecina se le producen problemas, porque quienes están a cargo de los programas no saben repartir los beneficios que deberían ser para todos. 


En vista de la visita que pronto llegará a Chile, quiero expresar que en algún minuto fui un crítico constructivo del programa. Felizmente, con posterioridad, fue beneficioso, logramos entendernos y mejorar su calidad. Pero hoy, nuevamente, reaparece esta situación difícil que están viviendo las comunidades porque no se está llevando a cabo, en buena forma, lo que me preocupa, toda vez que una comisión del Banco Interamericano de Desarrollo viene a Chile a evaluar la utilización del préstamo otorgado al Gobierno para que lo focalizara a las comunidades indígenas. 


Por lo tanto, pido que se oficie al ministro del Mideplan para que nos explique cuándo empezará, de una vez por todas, una etapa de verdaderos beneficios para todas las comunidades indígenas, porque reitero que se están llevando a cabo tremendas discriminaciones, lo que genera situaciones de diferencias, egoísmo y envidia que perjudican a las comunidades. 


He dicho. 


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Su señoría, se enviarán oficios al ministro del Mideplan y al director del Programa Orígenes, con la adhesión de los diputados señores Felipe Letelier, Leopoldo Sánchez, Alejandro Navarro y de quien habla.


En el tiempo del Comité de Renovación Nacional ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.

INFORMACIÓN Y REQUISITOS RELACIONADOS CON PROFESORES DE RELIGIÓN DE IGLESIAS PROTESTANTES. Oficios.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité Socialista y Radical tiene la palabra, por nueve minutos, el diputado señor Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cuando aprobamos la ley de Cultos, que establecía igualdad entre la Iglesia Católica y todas las iglesias protestantes, de manera que no hubiera preeminencia de una sobre las otras, buscamos mejores condiciones para que los distintos credos religiosos tuvieran las garantías de un trato igualitario frente al Estado, a la Constitución Política y a sus pares. 

Sin embargo, respecto de las iglesias evangélicas subsiste cierto grado de discriminación en el ámbito de la docencia, que debe ser aclarado, particularmente en relación con las clases de religión. 


Por eso, quiero pedir que se oficie al presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades a fin de que cada Departamento de Educación Municipal, DEM, nos informe detalladamente en cuántos establecimientos están impartiendo clases de religión evangélica, porque hemos tenido conocimiento de que algunas solicitudes han sido largamente tramitadas o los municipios han argumentado que no hay recursos para contratar un profesor o que no existe disponibilidad de profesores. 


Asimismo, pido que se oficie al ministro de Educación para pedirle que se establezcan reglas del juego claras, es decir, los requisitos académicos que debe cumplir un profesional para impartir clases de religión. 


El Consejo de Obispos, particularmente la Coordinadora de Iglesias Evangélicas, ha establecido sus propias condiciones para acreditar a quienes hagan clases de religión. Se trata de jóvenes de comunidades teológicas que realizan cursos para profesores de religión; la mayoría de ellos son profesionales y obtienen un certificado de acreditación del obispo. 


Sin embargo, al parecer, éstos no han sido reconocidos por algunos DEM de ciertos municipios. Por eso, se requiere clarificar este tipo de relación porque no puede quedar entregado al arbitrio del alcalde de turno o al criterio del jefe del DEM o del director del establecimiento; más bien, debe obedecer al cumplimiento de una política de Estado, en base a la ley de Cultos que establece que todas las iglesias, sin excepción, tienen derecho a recibir, cuando los alumnos o los apoderados así lo pidan, las clases de religión que estimen conveniente. 


Del mismo modo, pido que se oficie a Gendarmería de Chile a fin de evaluar cuántos recintos carcelarios cuentan hoy no sólo con un capellán, sino que también con un pastor evangélico para dar asistencia a los internos, y cuáles son los requisitos exigidos a los pastores evangélicos para que puedan ingresar a las cárceles a realizar la tarea que todos conocemos, cual es asistencia, redención y apoyo a los reos, muchas veces supliendo -digámoslo francamente- un rol que el Estado no cumple, ahorrándole muchos millones de pesos en una tarea que la mayoría de las veces tampoco es financiada.


Sé que en las cárceles hay resguardos, unos más complejos que otros, pero las reglas del juego deben ser claras, por ejemplo, la exigencia del carné de identidad y las acreditaciones que los pastores evangélicos deben presentar. No me parece bien que esas personas sean sometidas a tramitación; sólo deben cumplir los requisitos que se les exige a cualquier visitante, eliminando así todo factor de discriminación.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Sánchez y Ulloa.

INFORMACIÓN SOBRE POSTULACIÓN A PROGRAMA DE PAVIMENTO PARTICIPATIVO EN SECTOR LA ERMITA, PENCO. Oficio.


El señor NAVARRO.- En segundo lugar, quiero pedir que se oficie al ministro de Vivienda y Urbanismo para que nos informe sobre las postulaciones al programa de pavimento participativo, ya que el sector La Ermita, de Penco, ha venido siendo postergado durante cuatro años al tratarse de un retazo de 144 metros cuadrados que no se ha podido expropiar. 


Esta situación está en conocimiento del municipio y del Serviu, pero me interesa saber si en el presupuesto de 2004 está considerado dicho pavimento y cuáles son las condiciones en que el Serviu o la Municipalidad de Penco negociarán con el propietario del sitio -quien, además, se beneficia ampliamente con la pavimentación- a fin de sacar adelante ese proyecto y no seguirlo postergando, porque la calle Victoria, principal vía de acceso, está vedada y provoca innumerables contratiempos y sufrimientos a más de 150 familias del sector.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Sánchez y Ulloa.

POLÍTICAS DE MANTENCIÓN DE IGLESIAS AYMARAS. Oficios.


El señor NAVARRO.- En tercer lugar, pido que se oficie al presidente del Consejo de Monumentos Nacionales para que nos entregue un detalle de lo informado por el ministerio de Obras Públicas, a través de la Dirección de Arquitectura de Tarapacá, respecto del estado en que se encuentran las 140 iglesias aymaras que corren peligro de destrucción. Las únicas iglesias declaradas monumentos de la cultura aymara son las de Parinacota, Huasquiña, Huaviña, Usmagama, Sotoca, Matilla y Tarapacá, por lo que se hace necesario resguardar su patrimonio histórico y arqueológico.


En verdad, el informe sobre su estado de mantención es demoledor. Quiero saber cuáles son los recursos asignados para su mantención, si existen políticas del Consejo de Monumentos Nacionales o de cualquiera repartición del Estado, particularmente de la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Obras Públicas, tendiente a resguardar el patrimonio de las iglesias aymaras.


Hemos conocido importantes iniciativas sobre la materia. Por ejemplo, las iglesias de Chiloé han sido declaradas Patrimonio de la Humanidad. El ámbito indígena de la cultura aymara merece el mismo respeto. Las iglesias del norte que todos conocemos son bellísimas, pero, lamentablemente, están prácticamente abandonadas. 


También pido que se oficie al director de la Conadi a fin de solicitarle toda la información sobre las políticas que se están desarrollando en virtud de la ley Indígena, así como también al gobierno regional para que nos informe sobre las inversiones aprobadas o que se estén tramitando para dichos efectos.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Sánchez y Ulloa.

PROYECTO DE CIBER VERTEDERO EN TARAPACÁ. Oficio.


El señor NAVARRO.- En cuarto lugar, pido que se oficie al director ejecutivo de la Conama, acerca de lo que hemos venido advirtiendo con respecto a los ciber vertederos.

En Antofagasta se acaba de aprobar de manera irregular, en virtud de un resquicio legal, un relleno para almacenar los computadores dados de baja que llegarán desde Estados Unidos.


Quiero advertir que un panel de investigadores de la ONU acaba de señalar que para fabricar un computador se requiere más combustible fósil, más agua y más productos químicos que los requeridos para construir un auto mediano.


Doscientos treinta millones de computadores anuales que están siendo dados de baja por la avanzada modernización -hoy están siendo reciclados en India, África, y también Chile será receptor de un proyecto de esta naturaleza- obliga a que exista una información adecuada.


Pido que la Conama nos haga llegar todos los antecedentes que tenga con respecto al tratamiento que hoy están teniendo los computadores dados de baja en nuestro país y, en particular, sobre el proyecto de reciclaje planteado en Antofagasta. Sólo un 14 por ciento de los componentes totales de un computador pueden ser reciclados; el resto irá a un relleno. Ésa es una política que puedo asumir desde el punto de vista de que alguien tiene que hacerse cargo del asunto; pero quiero que exista claridad más absoluta al respecto, porque 130 millones de computadores al año se están convirtiendo en un importante foco de daño ambiental y más vale que tomemos la prevenciones del caso.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Sánchez y Ulloa.

ANTECEDENTES SOBRE NIÑOS QUE TRABAJAN. Oficio.


El señor NAVARRO.- Por último, pido que se oficie al ministro del Trabajo y Previsión Social para que nos dé a conocer todas las estadísticas de fiscalización efectuadas respecto del trabajo que realizan los niños entre 6 y 12 años y que nos envíe copia de las encuestas, de los informes, de las investigaciones que ha realizado sobre trabajo infantil, material que nos permitirá perfeccionar un proyecto de ley que estamos preparando para proteger a los niños, particularmente con dotes artísticas. De manera que no suceda lo ocurrido con Christell, debido a un vacío legal reconocido por el Sename, por la Dirección del Trabajo y por el Ministerio de Justicia.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Leopoldo Sánchez y Jorge Ulloa.

ACTUACIÓN DE PROCURADOR DEL CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO DE AISÉN. Oficios.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado Jorge Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, desde hace un tiempo estoy recibiendo información acerca de la gran inquietud que provoca en muchos habitantes de la región de Aisén la ocurrencia de hechos de distinta naturaleza, incluso de orden judicial, como lo ha venido conociendo el resto del país.


Lamentablemente, por haberme referido a eso, desde una perspectiva sana y sin ánimo de injuriar ni de intervenir en un poder distinto del Estado, he tenido problemas porque he sido mal interpretado. Así, desgraciadamente, la excelentísima Corte Suprema consideró mi intervención sobre determinado proceso como una especie de intromisión en materias propias de su incumbencia o violación del artículo 73 de la Constitución. Ello, desde luego, jamás ha sido mi intención, sino que, como ciudadano y como alguien que representa una parte de la ciudadanía, hice mención a un tema que es una verdadera olla de grillos en la Undécima Región, particularmente Puerto Aisén.


La información sigue fluyendo. Por ello, ahora quiero informar acerca del temor y de la desconfianza que surgen por las denuncias que vinculan a algunos funcionarios públicos con particulares en la eventual comisión de delitos.


Sabemos que la existencia de nexos nocivos obstaculiza la labor de la justicia, perturbar la paz social y frena el desarrollo de una región tan importante, como la Undécima. Digo esto porque hoy aparece en entredicho la transparencia y la probidad de la función pública, que son principios establecidos en las leyes Nº 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado, y 19.653, sobre Probidad Administrativa.


Los nexos nocivos generan espacios para que el tráfico de droga penetre con más fuerza, dañando a nuestros niños y jóvenes, quienes son los que se merecen el mayor cuidado y protección.


En ese sentido, uno de los bastiones en la lucha contra el flagelo del narcotráfico debe constituirlo el Consejo de Defensa del Estado. La opinión pública debe dar fe de que esa institución cumple adecuadamente tal cometido, ya que la confianza en las instituciones públicas es la base primordial para que exista la sensación de protección y colaboración con la justicia.


Sé bien que uno de los deberes del Consejo de Defensa del Estado es coadyuvar en la persecución y el castigo de los delitos, particularmente del tráfico de estupefacientes, según lo señala el artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1993, que fija el texto de su ley orgánica.


Esa normativa establece una serie de obligaciones y facultades relacionadas con la persecución al narcotráfico. No sólo permite al Consejo actuar contra los que delinquen de esa forma, sino que también facilita el acceso a información reservada y, en consecuencia privilegiada, en la represión de tales ilícitos. Por consiguiente, el Consejo de Defensa del Estado puede acceder a los partes policiales, a las denuncias sobre tráfico de drogas e, incluso, los abogados de esa entidad están facultados para participar en interrogatorios, allanamientos y otros procedimientos indicados en el artículo 48. Es decir, al Consejo se le han entregado herramientas valiosas para la persecución de ese ilícito.


¿Qué ocurre? He sido informado de que, en Aisén, el abogado procurador fiscal del Consejo de Defensa del Estado, señor Carlos Monti Merino, quien trabaja allí desde hace algunos años, es cuñado del señor Aldo Iván Solís, que, de acuerdo con oficios remitidos por el Ministerio de Justicia, fue condenado, en Coihaique, a 541 días de pena remitida por infracción al artículo 5º de la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de sustancias psicotrópicas.


Pero eso no es todo. Según una versión del diario “La Tercera”, de 27 de julio de 2003, que no ha sido desmentida, en el Primer Juzgado del Crimen de Coihaique se realizó una investigación por narcotráfico en la cual habría aparecido mencionado, como supuesto consumidor de drogas, el señor Sergio Mora Vallejos, ministro del tribunal de alzada de Coihaique, en el proceso 14.399, cuyo fallo en segunda instancia fue redactado por él. Según consta en informaciones sobre el particular, el expediente fue quemado -o desaparecido- en su totalidad, en uno de los tres incendios que en 2002 afectaron a los tribunales y a la Corte de Apelaciones de Coihaique. También se mancionan en actividades relacionadas con el narcotráfico a un señor de apellido Vicentini, quien sería un comerciante de la zona. Según una información de prensa, publicada el día 4 de agosto de 2003 en el períodico denominado “El Divisadero”, de Coihaique, el señor Vicentini habría afirmado ser amigo personal del señor ministro Mora; en el periódico “La Nación” habría señalado que en 1994 se le sindicó como un empresario que se ha valido de prácticas de narcotráfico para generar recursos; también reconoció públicamente que, en 1998, personal de Investigaciones lo habría interrogado por narcotráfico, pero en esa misma información de prensa él señala, con toda claridad, que tras de esto se esconde la envidia humana.


Este mismo señor, don Carlos Vicentini, sería dueño de una entidad comercial llamada “Casa Alicia”, que tiene como uno de sus abogados, al menos hasta 2003, al señor Monti Merino. Pero, al parecer, hay más, porque habría una escritura pública en que se indica que el abogado señor Monti fue socio del señor Vicentini en Comercial Las Nieves Limitada.


Como se puede observar, esta es una historia de vínculos que no termina ahí, porque, a su vez, la esposa del señor Vicentini es prima del señor Monti Merino y, por lo tanto, también del hermano de ella, es decir, del señor Solís, respecto de quien señalé que fue condenado por infringir la ley que castiga el tráfico ilícito de estupefacientes.


Pareciera ser que estos lazos de parentesco que se extienden al ámbito comercial y laboral, permiten pensar que es necesario encender la luz roja sobre esta situación, la cual nunca antes intentó prenderse pese a que lo sucedido es comentado extensamente en la comunidad de Aisén.


Frente a lo señalado, me pregunto si el obrar del procurador fiscal del Consejo de Defensa del Estado en esa región se ajusta a los dispuesto en el Título II de la ley de Bases Generales de la Administración del Estado, que prescribe determinadas actuaciones de los funcionarios públicos, tal como aparece refrendado en el artículo 54, que señala que en el desempeño de sus funciones o cargos quienes trabajan para el Estado deben hacer primar el “interés general por sobre el particular”. Sólo en ese sentido puede leerse el artículo 58, que precisa que “Todos los funcionarios tendrán derecho a ejercer libremente cualquier profesión, industria, comercio u oficio conciliable con su posición en la Administración del Estado”. Ello sin dejar de mencionar que el número 1 del artículo 64 sanciona el uso indebido de la información privilegiada, ya sea en beneficio propio o de terceros.


Cuando el país hace ingentes esfuerzos por transparentar la función pública, como representante popular me pregunto si la información que me han entregado legitima o no ante la comunidad el rol que actualmente presta el procurador fiscal de Aisén.


Por esa razón, pido que se oficie a la presidenta del Consejo de Defensa del Estado, señora Clara Szczaranski, para que informe a esta Cámara si en el reglamento interno de ese organismo se contempla alguna norma que inhiba actuar en proceso por narcotráfico a sus abogados cuando tales profesionales se encuentran relacionados, ya sea por nexos familiares u otros, con personas que han violado la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.


Además, solicito que dé a conocer si el Consejo de Defensa del Estado conocía los antecedentes descritos sobre las personas mencionadas, debido a que necesitamos responder sobre lo sucedido a toda la comunidad.


Frente a los hechos señalados, anuncio que presentaremos un proyecto de acuerdo a fin de que se investigue y verifique lo ocurrido, porque de resultar ciertas las informaciones dadas a conocer la comunidad afectada quedaría en la duda acerca de si el Estado está entregando la protección necesaria para que se administre justicia.


Quiero reiterar que resulta indispensable que se comprenda que lo acontecido en Aisén sigue manteniendo en estado de ebullición a la comunidad. De hecho, el propio obispo de Aisén, un pastor de la iglesia, ha señalado sus fundadas dudas e inquietudes sobre lo ocurrido, particularmente cuando existe de por medio una querella por asociación ilícita para el tráfico de drogas y delitos conexos. Sin embargo, lo más grave es que entre esos ilícitos habría al menos cinco muertes, en las cuales existen dudas fundadas y razonables para los querellantes, particularmente para los familiares, de que hubo intervención de terceros, es decir, que no se trataría sólo de suicidios en el río Aisén o en sus cercanías.


Con mucho respeto hago notar esta situación. No pretendo ofender a nadie, pues lo único que deseo es que el Consejo de Defensa del Estado nos señale si los vínculos que he señalado eran conocidos. De ser así, tendrá que darnos a conocer los antecedentes respectivos, para tomar las decisiones que correspondan.



Sí puedo anticipar algo: en Aisén se requiere confianza; no la hay. Hay mucha incertidumbre y duda. Se requiere certidumbre y despejar las dudas.


Sabemos que en nuestro país no existen instituciones corruptas, pero puede haber personas que entiendan equivocadamente su rol. 


Doy a conocer esta situación porque no es lógico ni se comprende que habiendo, por lo menos, cinco muertes, querellas y dudas, los afectados que señalen que no se ha investigado de la manera que debiera hacerse. 


Intervengo con el mejor ánimo a objeto de evitar que en una comunidad tan importante, como Aisén, se encienda una hoguera que después no sepamos cómo apagar.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión del diputado señor Leopoldo Sánchez. 


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 15.01 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar del Congreso Nacional el proyecto de ley que extiende la vigencia de la bonificación a la contratación de mano de obra en las regiones I, XI, XII y provincias de Chiloé y Palena y regula su régimen de tributación. (Boletín Nº 3438-05).


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 4807, de fecha 11 de marzo de 2004, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que crea la comuna de Chol Chol, en la Región de La Araucanía. (Boletín Nº 3341-06).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 4806, de fecha 11 de marzo de 2004, tengo a bien manifestar a vuestra Excelencia que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que crea la comuna de Alto Hospicio, en la Región de Tarapacá. (Boletín Nº 3343-06).


En consecuencia, devuelvo a vuestra Excelencia el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

4.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. (Boletín Nº 2336-06).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que crea la comuna de Alto Biobío, en la Región del Biobío. (Boletín Nº 3342-06).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

6.
Informe de la Comisión Revisora de Cuentas.
“Honorable Cámara:


La Comisión Revisora de Cuentas designada por la Corporación en sesión Nº 13 del 17 de abril de 2002, en conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 54º de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, ha procedido a revisar y evaluar la liquidación y el Balance de las cuentas del Departamento de Finanzas, presentadas por su Director, correspondientes al ejercicio financiero y contable del año 2003.

INFORME OPERACIONAL


En primer lugar, se revisó una copia del oficio Nº 003/2003, del Departamento de Finanzas, de fecha 14 de enero de 2004. Las comprobaciones se hicieron con la documentación contable y se corroboró con los informes mensuales presentados a la Contraloría General de la República y al Ministerio de Hacienda, -Dirección de Presupuestos- por lo cual estos son parte integral del presente informe.


El texto definitivo de la Ley de Presupuesto de la Nación, aprobado por el Congreso Nacional, consultó para la Cámara de Diputados la cantidad de $ 25.408.201.000.- (veinticinco mil cuatrocientos ocho millones doscientos un mil pesos) que, posteriormente, se complementó en el transcurso del año 2003 con las cantidades asignadas por decretos que se detallan a continuación:

	Decreto
	Fecha
	Complementos
	Monto $

	232
	25/03/2003
	Reajuste legal
	74.546.000

	342
	06/05/2003
	Saldo inicial de caja
	121.071.000

	442
	12/06/2003
	Ajuste al Subtítulo 21
	1.230.921.000

	824
	25/09/2003
	Modificaciones ley Nº 19.882, retroactivo
	220.123.000

	1144
	19/12/2003
	Modificaciones ley Nº 19.882
	262.889.000

	1237
	29/12/2003
	Reajuste remuneraciones diciembre
	30.678.000

	--
	--
	Subsidios y otros ingresos
	87.153.818

	
	
	Total
	2.027.381.818



Por lo tanto, el presupuesto final con que contó la Corporación fue de $ 27.435.582.818.- (veintisiete mil cuatrocientos treinta y cinco millones quinientos ochenta y dos mil ochocientos dieciocho pesos).


Los gastos e inversiones ascendieron a la suma de $ 27.275.572.603.- (veintisiete mil doscientos setenta y cinco millones quinientos setenta y dos mil seiscientos tres pesos).


En resumen, los recursos en moneda corriente alcanzaron a $ 27.435.582.818.-, (veintisiete mil cuatrocientos treinta y cinco millones quinientos ochenta y dos mil ochocientos diez y ocho pesos) y los egresos a $ 27.275.572.603.- (veintisiete mil doscientos setenta y cinco millones quinientos setenta y dos mil seiscientos tres pesos), lo que dejó un saldo final de caja de $ 160.010.215.- (ciento sesenta millones diez mil doscientos quince pesos) de los cuales se encuentran depositados en la cta. cte. Nº 901386-5, cuenta única fiscal del Banco del Estado $ 113.023.849 (ciento trece millones veintitrés mil ochocientos cuarenta y nueve pesos) y $ 46.986.366.- (cuarenta y seis millones novecientos ochenta y seis mil trescientos sesenta y seis pesos) correspondiente a anticipos varios y cajas chicas para gastos menores.


A continuación se adjunta una copia de la conciliación bancaria, fotocopia de la última cartola al 31 de diciembre de 2003 y certificado entregado por el Banco del Estado que acredita el saldo de la cuenta a esa misma fecha. Como en el caso anterior, en las mismas copias se evidencia las revisiones y comprobaciones efectuadas.


Una tercera etapa fue constituida por una revisión efectuada a los acuerdos de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento con respecto a los pagos habituales, mensuales y esporádicos que deben hacerse, tales como Dietas, asignaciones, sueldos personal y secretarios de diputados, asignación de combustible, mantenciones, etc. Estos exámenes fueron practicados de acuerdo a los procedimientos contables para el sector público e incluyeron, por lo tanto, comprobaciones parciales de contabilidad y la aplicación de otros procedimientos de revisión en la medida que se consideró necesario para el objetivo perseguido.


Se pudo comprobar que se dio entero cumplimiento a los acuerdos de esa Comisión y que todos los pagos se encuentran archivados con sus respectivos comprobantes originales que los respaldan.


La revisión alcanzó a un 100% de la materia examinada y representa razonablemente la situación financiera de la Corporación por el ejercicio terminado al 31 de diciembre de 2003. Los resultados de sus operaciones fueron registrados de acuerdo a principios contables generalmente aceptados y debidamente aplicados.


La Comisión Revisora de Cuentas en consideración a las razones expuestas, recomienda a la honorable Cámara prestar su aprobación al siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo Único.- Apruébese el Balance de las Cuentas del Departamento de Finanzas de la honorable Cámara de Diputados, correspondiente al año Presupuestario y Contable 2003, que presentó el Director de Finanzas de la Corporación, don Orlando Catalán González. El presupuesto final con que contó la Corporación en moneda nacional alcanzó a la suma de 
$ 27.435.582.818.- (veintisiete mil cuatrocientos treinta y cinco millones quinientos ochenta y dos mil ochocientos dieciocho pesos), de acuerdo al siguiente detalle:


Período 1º de enero de 2003 al 31 de diciembre de 2003.

	Sub título
	Ingresos
	$

	11
	Saldo inicial de Caja
	124.071.000

	04
	Venta de activos
	22.700.000

	07
	Otros ingresos
	64.463.818

	09
	Aporte fiscal
	27.224.348.000

	Total
	
	$ 27.435.582.818



Los gastos e inversiones ascendieron a la suma de $ 27.275.572.603.- (veintisiete mil doscientos setenta y cinco millones quinientos setenta y dos mil seiscientos tres pesos), de acuerdo al siguiente detalle:

	Sub título
	Gastos
	$

	21
	Gastos en Personal (Dietas, sueldos, viáticos, honorarios, asesorías legislativas)
	14.307.825.964

	22
	Bienes y Servicios de Consumo
	8.449.814.446

	24
	Prestaciones Previsionales
	240.808.267

	25
	Transferencias Corrientes (a Organismos internacionales, sala cuna y secretarios diputados)
	3.885.112.148

	31
	Inversión real
	392.011.778

	Total
	
	$ 27.275.572.603



Quedando un saldo final de Caja de $ 160.010.215.- (ciento sesenta millones diez mil doscientos quince pesos) de los cuales se encuentran depositados en la cta. cte. Nº 901386-5, cuenta única fiscal del Banco Estado $ 113.023.849 (ciento trece millones veintitrés mil ochocientos cuarenta y nueve pesos) y $ 46.986.366.- (cuarenta y seis millones novecientos ochenta y seis mil trescientos sesenta y seis pesos) correspondiente a anticipos varios y cajas chicas para gastos menores.


Se designó diputado informante al señor Mario Bertolino Rendic.


(Fdo.): CLAUDIO ALVARADO, MARIO BERTOLINO, JUAN BUSTOS R., ELIANA CARABALL, y EUGENIO TUMA.”

7.
Segundo Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía sobre el proyecto que dispone la eliminación de ciertas anotaciones prontuariales. (boletín N° 3392-17-2)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía informa, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S. E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.

PERSONAS QUE PARTICIPARON EN EL DEBATE


En el debate de la Comisión participó el Ministro del Interior, don José Miguel Insulza y el Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa.


Asimismo asistieron la asesora del Ministerio del Interior, señora Antonia Urrejola; y don Felipe Díaz.

APROBACION DEL PROYECTO


Cabe recordar que la Comisión adoptó, por unanimidad, el acuerdo de no hacer la discusión particular durante el trámite del primer informe, con el objeto de que, durante la discusión general en la Sala o en el plazo que eventualmente se acuerde de conformidad con lo dispuesto en la letra b) del artículo 129 del Reglamento, se admitan a tramitación las indicaciones que se presenten.

SÍNTESIS DE LAS MODIFICACIONES APROBADAS POR LA COMISIÓN


La Comisión aprobó suprimir la expresión “en tiempo de guerra” que se consigna en el inciso primero del artículo 1º, con el objeto de precisar que el beneficio que se otorga por esta ley también pueda alcanzar a aquellas personas que registran condenas impuestas por Tribunales Militares en tiempo de paz.


La supresión de la frase “en tiempo de guerra” se explica por la circunstancia de que, al cesar los estados de excepción, tales como el estado de sitio o estado de asamblea, retoman la jurisdicción militar los Tribunales Militares en tiempo de paz, cuyo ejercicio corresponde a los juzgados institucionales, la Corte Marcial y la Corte Suprema.


Se estima que los Tribunales Militares en tiempo de guerra estuvieron funcionando hasta alrededor de 1976, fecha en que cesaron los estados de excepción. 


A partir de entonces, los Tribunales Militares en tiempo de paz retomaron su competencia y siguieron imponiendo condenas por delitos sancionados por los textos legales que se mencionan en el artículo 1º del proyecto, esto es, por Ley de Seguridad el Estado, por la Ley de Control de Armas, por la Ley antiterrorista, por el decreto ley que declara ilícitos los partidos políticos y por el decreto ley que establece la competencia de los tribunales militares.


La supresión, entonces, de las palabras “en tiempo de guerra” deja en claro que los beneficios de esta ley abarcarán tanto a condenas pronunciadas por Tribunales Militares en tiempo de guerra como por Tribunales Militares en tiempo de paz.


Como la redacción resultante de la modificación predicha, podría dar lugar a hacer extensivo el beneficio a condenas impuestas por Tribunales Militares en tiempo de paz por delitos comunes, se estimó necesario limitar el alcance del inciso primero del artículo 1º, para lo cual se adicionó al articulo 1º, como inciso segundo, la siguiente disposición que estaba contemplada en el inciso primero del artículo 3º del proyecto aprobado en el primer informe, que es del tenor siguiente:


“Lo anterior no será aplicable a las condenas impuestas por delitos consumados contra la vida o integridad física de terceros. Tampoco será aplicable a las personas condenadas por Tribunales Militares en tiempo de paz por hechos sancionados en la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y que tengan condenas por delitos comunes.”


Las modificaciones precedentes fueron aprobadas por unanimidad.


Cabe consignar que a su vez la Comisión introdujo al texto precitado, una indicación que reemplaza la expresión “delitos contra la vida o integridad física de terceros, consumados o frustrados”, por la siguiente: ”delitos consumados contra la vida o integridad física de terceros”, modificación con la que se establece la intención de excluir las condenas por delitos frustrados.


Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos.


Asimismo, se excluye de la aplicación de los beneficios de esta ley a las personas condenadas por Tribunales Militares en tiempo de paz por delitos sancionados en la ley 
Nº 17.798, sobre Control de Armas si, además, tienen condenas por delitos comunes.


La Comisión aprobó también una indicación de los señores Ascencio y Ojeda para reemplazar en el inciso primero del artículo 2º la expresión: “a petición del interesado”, por la frase “automáticamente luego de la publicación de esta ley”, enmienda que no requiere explicación, porque se entiende por sí misma, en cuanto ordena que la eliminación de anotaciones prontuariales deberá efectuarse por el Registro Civil e Identificación automáticamente después de publicada esta ley.


Esta indicación fue aprobada por unanimidad.


Se agregó además al inciso primero del artículo 2º la siguiente frase: “La autoridad requerida tendrá 60 días para acceder a lo solicitado”, lo que se aplica a la segunda situación consultada en el inciso primero para el caso de que las sentencias condenatorias no estuvieren registradas en el Servicio de Registro Civil e Identificación o este Servicio no dispusiere de los antecedentes necesarios para efectuar la eliminación.


Esta indicación fue aprobada por unanimidad.


Para adecuar las modificaciones precedentemente descritas, se agregó en el inciso segundo del artículo 2º, a continuación de la expresión “las solicitudes” la frase: “ en el caso que se presentaren”, quedando el texto de este inciso de la siguiente manera: 


“Las solicitudes, en el caso que se presentaren, y los antecedentes acompañados tendrán el carácter de secretos y su divulgación será sancionada conforme a las reglas generales.”


El precepto del inciso segundo del artículo 3º, como consecuencia de haberse trasladado el inciso primero de este artículo como inciso segundo del artículo 1º , sólo fue objeto de una adecuación en su redacción, quedando su contenido como inciso primero, concebido en los mismos términos consultados en el primer informe.


El resto del artículo 3º no fue objeto de modificaciones.

DE LAS DISPOSICIONES QUE NO FUERON OBJETO DE INDICACIONES

DURANTE LA DISCUSIÓN DEL PRIMER INFORME EN LA SALA,

NI DE MODIFICACIONES EN EL SEGUNDO


No hay disposiciones en esta situación.

DE LAS DISPOSICIONES QUE TIENEN RANGO DE LEY ORGÁNICA

CONSTITUCIONAL O QUE DEBAN APROBARSE CON QUÓRUM CALIFICADO


El proyecto no contiene artículos que tengan carácter orgánico constitucional ni que requieran de quórum calificado.

DE LAS DISPOSICIONES SUPRIMIDAS


No hay artículos en esta situación.

DE LAS DISPOSICIONES MODIFICADAS


Los tres artículos del proyecto fueron objeto de modificaciones.

DE LOS ARTÍCULOS NUEVOS INTRODUCIDOS


No se introdujeron artículos nuevos.

DE LOS ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS

POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


El proyecto no requiere informe de la Comisión de Hacienda.

INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN
Al artículo 1º


De los señores Álvarez-Salamanca, Errázuriz, Meza, Mora, Rojas y Tuma, para sustituir el artículo 1°, por el siguiente:


"Artículo 1°.- Las anotaciones prontuariales que constan en el Registro General de Condenas establecido en el decreto ley N° 645, de 1925, referidas a hechos acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, serán eliminadas a partir de la fecha de publicación de la presente ley, si se hubiere cumplido la condena o se hubiere extinguido la responsabilidad penal por cualquier otro motivo.”.


Esta indicación fue rechazada por unanimidad.


De los diputados señores Gabriel Ascencio y Sergio Ojeda para agregar un inciso segundo al artículo 1° del siguiente tenor:


“Lo mismo ocurrirá con las anotaciones prontuariales referidas a condenas dictadas por tribunales militares entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, en relación a infracciones penales al Código de Justicia Militar y de la ley de Control de Armas exceptuándose los casos en que se trate de atentados contra la vida, y a condenas dictadas en procesos por infracción a la ley de Seguridad del Estado y la ley Antiterrorista entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, exceptuándose los casos en que se trate de atentados contra la vida”.


Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos.
TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISION


Con el mérito de lo expuesto y de las consideraciones que pueda agregar el señor diputado informante, la Comisión propone a la Honorable Cámara aprobar el siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Las anotaciones prontuariales que consten en el Registro General de Condenas establecido en el decreto ley N° 645, de 1925, referidas a condenas impuestas por Tribunales Militares, por hechos acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, y sancionados en las leyes Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado, Nº 17.798, sobre Control de Armas y Nº 18.314, que Determina Conductas Terroristas y Fija su Penalidad, o en los decretos leyes Nº 77, de 1973 o Nº 3.627, de 1981, serán eliminadas a partir de la fecha de publicación de la presente ley, si se hubiere cumplido la condena o se hubiere extinguido la responsabilidad penal por cualquier otro motivo.


Lo anterior no será aplicable a las condenas impuestas por delitos consumados contra la vida o integridad física de terceros. Tampoco será aplicable a las personas condenadas por Tribunales Militares en tiempo de paz por hechos sancionados en la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y que tengan condenas por delitos comunes.”


Artículo 2º.- La eliminación de anotaciones prontuariales se efectuará automáticamente luego de la publicación de esta ley por el Servicio de Registro Civil e Identificación. Si los tribunales o autoridades pertinentes no hubieren transmitido al mencionado Servicio las sentencias condenatorias correspondientes, o las certificaciones de término o cumplimiento de las mismas o por cualquiera otra causa este Servicio no dispusiere de los antecedentes necesarios para efectuar la eliminación, el interesado podrá requerirla, acompañando los certificados que justifiquen su imposición y cumplimiento, por medio de una solicitud dirigida al Director Nacional de dicho servicio y presentada en el Gabinete Local del lugar de su domicilio. La autoridad requerida tendrá 60 días para acceder a lo solicitado.


Las solicitudes, en el caso que se presentaren, y los antecedentes acompañados tendrán el carácter de secretos y su divulgación será sancionada conforme a las reglas generales.


Lo dispuesto en la presente ley se entiende sin perjuicio de la procedencia, conforme a las reglas generales, de los beneficios de eliminación de antecedentes prontuariales o de prontuarios, previstos en el D.L. Nº 409, el D.S. Nº 64, la ley Nº 18.216 o en otros cuerpos legales. 


Artículo 3º.- Para los efectos del inciso segundo del artículo 1º, se considerarán como delitos contra la vida o integridad física de terceros aquellos delitos que describan entre sus elementos constitutivos el resultado de muerte o de lesiones, en todas sus formas y clases o la privación de libertad de la víctima, cualquiera sea la ley o el título de incriminación en que se contenga y los delitos previstos en los párrafos 4º, 5º y 6º del Título VII del Libro II del Código Penal. 


Por su parte, y para los mismos efectos, no se considerarán como atentados contra la vida o integridad física de terceros, los delitos contra la propiedad, aunque hubieren sido cometidos con violencia o intimidación en las personas, las asociaciones ilícitas ni las amenazas, en todas sus clases y formas.".

-o-

Se designó diputado informante al honorable señor Sergio Ojeda Uribe.

-o-


Este segundo informe del Boletín 3392-17-2 fue tratado y acordado en sesiones de fecha 21 de enero y 3 de marzo de 2004, con la asistencia de los diputados señores Fulvio Rossi Ciocca, (Presidente), Enrique Accorsi Opazo, Gabriel Ascencio Mansilla, Francisco Bayo Veloso, Juan Bustos Ramírez, Eduardo Díaz del Río, Felipe Letelier Norambuena, Sergio Ojeda Uribe, Felipe Salaberry Soto, Alfonso Vargas Lyng, Edmundo Villouta Concha, y Gastón von Mühlenbrock Zamora y de los diputados no miembros de la Comisión señores Javier Hernández Hernández, Enrique Jaramillo Becker, Juan Pablo Letelier, Iván 
Norambuena Farías y Manuel Rojas Molina. 


Sala de la Comisión, a 03 de marzo de 2004.


(Fdo.): JOSÉ VICENCIO FRÍAS, Abogado Secretario de la Comisión”.

8.
Tribunal Constitucional.

“Santiago, marzo 10 de 2004.


Oficio Nº 2.049

Excelentísima señora Presidenta

de la Cámara de Diputados:


Remito a vuestra Excelencia copias autorizadas de las sentencias dictadas por este Tribunal, en los siguientes proyectos de ley:


-Rol Nº 403: que regula sistemas de transporte de energía eléctrica, establece un nuevo régimen de tarifas para sistemas eléctricos medianos e introduce a las adecuaciones que indica a la Ley General de Servicios Eléctricos; y


Rol Nº 404: relativo al que modifica la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, y la ley Nº 18.291, que reestructura y fija la planta y grados del personal de Carabineros de Chile.


Ambos proyectos fueron enviados a este Tribunal para su control de constitucionalidad, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): JUAN COLOMBO CAMPBELL, presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, secretario


“Santiago, diez de marzo de dos mil cuatro.

Vistos y considerando:


Primero.- Que, por oficio Nº 4.785, de 2 de marzo de 2004, la Cámara de Diputados ha enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que regula sistemas de transporte de energía eléctrica, establece un nuevo régimen de tarifas para sistemas eléctricos medianos e introduce las adecuaciones que indica a la Ley General de Servicios Eléctricos, a fin de que este Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, ejerza el control de constitucionalidad respecto de los artículos 71-28 y 71-40 contenidos en el artículo 1°; del inciso final del artículo 104-6, comprendido en el artículo 2°, y del inciso séptimo del artículo 134, contemplado en el artículo 3°, del mismo;


Segundo.- Que, el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución, establece que es atribución de este Tribunal “Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución”;


Tercero.- Que el artículo 38, inciso primero, de la Ley Fundamental, establece:


“Artículo 38. Una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes.”;


Cuarto.- Que, las normas sometidas a control de constitucionalidad disponen:


“Artículo 1º.- Incorpórase en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos, a continuación del artículo 71, el siguiente Título III, nuevo, pasando los actuales Títulos III y IV a ser Títulos IV y V, respectivamente:


“Artículo 71-28.- Los documentos y antecedentes de los procesos de fijación de tarifas y determinación de las expansiones de transmisión troncal serán públicos para efectos de la ley N° 18.575, una vez finalizado el proceso de fijación de tarifas de transmisión troncal. Dicha información deberá estar disponible para consulta y constituirá el expediente público del proceso.”


“Artículo 71-40.- Transcurrido el plazo dispuesto en el artículo anterior para formular discrepancias sin que se hayan presentado o, en su caso, evacuado el dictamen por el panel de expertos, dentro del plazo de quince días, la Comisión deberá remitir al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción el informe técnico con las tarifas de subtransmisión y sus respectivas fórmulas de indexación para el período siguiente, los antecedentes del estudio y el dictamen del panel de expertos, si correspondiere.


El ministro fijará las tarifas de subtransmisión y sus respectivas fórmulas de indexación para el período siguiente, mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, el que deberá publicarse en el Diario Oficial dentro de los siguientes quince días de recibido el informe de la Comisión.


Una vez vencido el período de vigencia del decreto señalado en el inciso anterior, los valores establecidos en él y sus fórmulas de indexación seguirán rigiendo, mientras no se dicte el siguiente decreto.


No obstante lo señalado en el inciso anterior, se deberán abonar o cargar a los usuarios, de acuerdo con el procedimiento que establezca el reglamento, las diferencias que se produzcan entre lo efectivamente facturado y lo que corresponda acorde a las nuevas tarifas, por todo el período transcurrido hasta la fecha de publicación del nuevo decreto. Las reliquidaciones que sean procedentes serán reajustadas de acuerdo con el interés corriente vigente a la fecha de publicación de los nuevos valores, por todo el período a que se refiere el inciso anterior.


En todo caso, se entenderá que los nuevos valores entrarán en vigencia a contar del vencimiento de las tarifas del decreto anterior. 


Las bases, los estudios realizados por las empresas, el dictamen del panel de expertos y los informes de la Comisión y del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción serán públicos una vez publicado el respectivo decreto en el Diario Oficial, para los efectos de la ley N° 18.575.”

“Artículo 2º.- Incorpóranse los siguientes artículos 104-1, 104-2, 104-3, 104-4, 104-5, 104-6, 104-7 y 104-8, a continuación del artículo 104, en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería:


Artículo 104-6, inciso final.- “Las bases, los estudios realizados por las empresas y los informes de la Comisión, del panel de expertos y del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción serán públicos una vez publicado el respectivo decreto en el Diario Oficial, para efectos de la ley N° 18.575.”


“Artículo 3º.- Incorpórase, a continuación del artículo 129 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, el siguiente Título VI, nuevo, pasando los actuales títulos VI, VII y VIII, a ser Títulos VII, VIII y IX, respectivamente:


Artículo 134, inciso séptimo.- “Los integrantes del panel, el secretario abogado y el personal auxiliar del panel, no tendrán carácter de personal de la Administración del Estado. No obstante, les serán aplicables las normas sobre responsabilidad administrativa y probidad contenidas en la ley N° 18.575 y las previstas en el Título V del Código Penal sobre delitos de los empleados públicos, considerándoseles, por consiguiente, comprendidos en el artículo 260 del referido Código para estos efectos. Corresponderá a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión o, en su caso, al Ministerio Público, ejercer la acción que corresponda según la naturaleza de la infracción.”;


Quinto.- Que, de acuerdo al considerando segundo, corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre las normas del proyecto remitido que estén comprendidas dentro de las materias que el Constituyente ha reservado a una ley orgánica constitucional;


Sexto.- Que los artículos 71-28 y 71-40, comprendidos en el artículo 1º y 104-6, inciso final, contenido en el artículo 2º del proyecto remitido establecen normas que difieren de aquellas contempladas en el artículo 13 de la Ley Nº 18.575, en relación con el carácter público de los actos administrativos de los órganos de la Administración del Estado y sus antecedentes, razón por la cual las modifican y tienen, por ende, naturaleza orgánica constitucional;


Séptimo.- Que el artículo 134, inciso séptimo, comprendido en el artículo 3º del proyecto sometido a control preventivo de constitucionalidad, al hacer aplicable a los integrantes del Panel de Expertos, su secretario abogado y personal auxiliar las normas sobre responsabilidad administrativa y probidad establecidas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, no obstante que no forman parte de dicha Administración, es propio de dicho cuerpo legal puesto que amplía su campo de aplicación y, en consecuencia, las modifica;


Octavo.- Que, consta de autos que las normas antes indicadas han sido aprobadas en ambas Cámaras del Congreso Nacional con las mayorías requeridas por el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República y que sobre éstas no se ha suscitado cuestión de constitucionalidad;


Noveno.- Que, las disposiciones establecidas en los artículos 71-28 y 71-40 contenidos en el artículo 1°; en el inciso final del artículo 104-6 comprendido en el artículo 2°, y en el inciso séptimo del artículo 134 contemplado en el artículo 3° del proyecto remitido no son contrarias a la Carta Fundamental.


Y, visto, lo prescrito en los artículos 38, inciso primero, 63, inciso segundo, y 82, Nº 1º e inciso tercero, de la Constitución Política de la República, y lo dispuesto en los artículos 34 al 37 de la Ley Nº 17.997, de 19 de mayo de 1981,


Se declara: 


Que los artículos 71-28 y 71-40 contenidos en el artículo 1°; 104-6, inciso final, comprendido en el artículo 2º, y 134, inciso séptimo, contemplado en el artículo 3º, del proyecto remitido, son constitucionales.


Devuélvase el proyecto a la Cámara de Diputados, rubricado en cada una de sus hojas por el Secretario del Tribunal, oficiándose.


Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese.


Rol Nº 403.-


Se certifica que el ministro señor José Luis Cea Egaña concurrió a la vista de la causa y al acuerdo del fallo, pero no firma por estar ausente en comisión de servicio.


Pronunciada por el Excmo. Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente señor Juan Colombo Campbell, y los Ministros señores señor Eugenio Valenzuela Somarriva, 
Hernán Álvarez García, Juan Agustín Figueroa Yávar, Marcos Libedinsky Tschorne y José Luis Cea Egaña.


Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz.


Conforme con su original”.


“Santiago, diez de marzo de dos mil cuatro.

Vistos y considerando:


Primero.- Que, por oficio Nº 4.786, de 2 de marzo de 2004, la Cámara de Diputados ha enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que modifica la ley 
N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, y la Ley N° 18.291, que reestructura y fija la planta y grados del personal de Carabineros de Chile, a fin de que este Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, ejerza el control de constitucionalidad respecto del artículo 1º del mismo;


Segundo.- Que, el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución, establece que es atribución de este Tribunal “Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución”;


Tercero.- Que el artículo 94, inciso primero, de la Ley Fundamental, establece:


“Artículo 94. Los nombramientos, ascensos y retiros de los oficiales de las Fuerzas Armadas y Carabineros, se efectuarán por decreto supremo, en conformidad a la ley orgánica constitucional correspondiente, la que determinará las normas básicas respectivas, así como las normas básicas referidas a la carrera profesional, incorporación a sus plantas, previsión, antigüedad, mando, sucesión de mando y presupuesto de las Fuerzas Armadas y Carabineros.”;


Cuarto.- Que, el precepto sometido a control de constitucionalidad dispone:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile:


Reemplázase el inciso primero del artículo 38 por el siguiente: “El personal de Carabineros podrá permanecer en forma voluntaria en la institución hasta los treinta y cinco años de servicios, previa autorización anual del General Director, y dejará de pertenecer a ella por retiro o fallecimiento.”


Sustitúyese la letra a) del artículo 43 por la siguiente: 


“a) Por cumplir treinta años de servicios efectivos en Carabineros. No obstante, en forma voluntaria podrá permanecer en la institución hasta los treinta y cinco años de servicios, previa autorización anual del General Director. Al cumplir treinta y ocho años de servicios efectivos, el retiro será forzoso.”;

Quinto.- Que, de acuerdo al considerando segundo, corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre las normas del proyecto remitido que estén comprendidas dentro de las materias que el Constituyente ha reservado a una ley orgánica constitucional;


Sexto.- Que el artículo 1º del proyecto remitido, al modificar preceptos de la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, que dicen relación con el término de la carrera y retiro absoluto del personal es propio de dicho cuerpo normativo, de acuerdo a lo que dispone el artículo 94, inciso primero, de la Carta Fundamental;


Séptimo.- Que, consta de autos que la norma antes indicada ha sido aprobada en ambas Cámaras del Congreso Nacional con las mayorías requeridas por el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República y que sobre ésta no se ha suscitado cuestión de constitucionalidad;


Octavo.- Que, el artículo 1º del proyecto remitido no es contrario a la Carta Fundamental.


Y, visto, lo prescrito en los artículos 63, inciso segundo, 82, Nº 1º e inciso tercero, y 94, inciso primero, de la Constitución Política de la República, y lo dispuesto en los artículos 34 al 37 de la Ley Nº 17.997, de 19 de mayo de 1981,


Se declara:


Que el artículo 1º del proyecto remitido es constitucional.

Devuélvase el proyecto a la Cámara de Diputados, rubricado en cada una de sus hojas por el Secretario del Tribunal, oficiándose.


Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese.


Rol Nº 404.-


Se certifica que el ministro señor José Luis Cea Egaña concurrió a la vista de la causa y al acuerdo del fallo, pero no firma por estar ausente en comisión de servicio.


Pronunciada por el Excelentísimo Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente señor Juan Colombo Campbell, y los Ministros señores señor Eugenio Valenzuela Somarriva, Hernán Álvarez García, Juan Agustín Figueroa Yávar, Marcos Libedinsky Tschorne y José Luis Cea Egaña.


Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz.


Conforme con su original.

A LA EXCELENTÍSIMA SEÑORA PRESIDENTA

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DOÑA ISABEL ALLENDE BUSSI

PRESENTE”.

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.





_1109506632

